Conceptos. 

La fuerza fáctica de lo Normativo- derecho como cuerpo un normativo con bases científicas, que interactúa con la economía, que se ve influenciado y se adapta a los fenómenos económicos, pero que a la vez es capaz de modificar y moldear esos fenómenos hacia el futuro, mostrándonos la fuerza fáctica de lo normativo.

“nuevamente las decisiones políticas orientadas por la situación económica del momento causaron un giro importante en la aplicación del derecho de la competencia en EE.UU.”

Carteles- En los carteles siempre existe un incentivo para los agentes de violar el acuerdo de precios, para vender por debajo del precio acordado y capturar una mayor proporción del mercado. Así, la existencia del cartel está sujeta a la inestabilidad permanente de que uno de sus miembros esté tentado a violar los acuerdos.
Lecturas de beneficios del Monopolio

Competencia-El D a la Competencia es La positivización de conceptos económicos.

Conjunto de normas jurídicas que pretenden regular el poder actual o potencial de las empresas sobre un determinado mercado, en aras del interés público. (Los mercados en competencia producen mayores beneficios a la sociedad que los mercados con estructuras monopólicas.)
Desde punto de vista sociológico-político las leyes anti monopolísticas se han aplicado con la finalidad de distribuir el poder económico de los grandes conglomerados industriales entre todos  los participantes del mercado, aunque esto signifique una reducción en la eficiencia del mercado y más altos costos para los consumidores. Es así como se deja libre la entrada al mercado y se evita que la concentración de poder económico produzca presiones políticas antidemocráticas 

La excesiva concentración del mercado en manos de grandes empresas produce un efecto contrario al interés público, así las eficiencias obtenidas se traduzcan en ahorros de costos que permitan bajar los precios; ya que dichas empresas tendrían también el suficiente poder de mercado para incrementar los precios sin disminuir sus ingresos y para eliminar a sus competidores más pequeños del mercado

Desde un punto de vista económico las leyes anti monopolísticas han sido concebidas con el objeto de lograr la máxima eficiencia de la producción, sin importar las desigualdades sociopolíticas que ese objetivo pueda crear entre las grandes y las pequeñas empresas. 

Esta teoría, pretende proteger a la competencia en sí misma y no a los competidores, porque  entre más eficiente sea el mercado, mayor bienestar obtendrá el consumidor.
-Prohíbe la realización de prácticas restrictivas de la competencia

-la adquisición de una posición de dominio en el mercado a través de la realización de dichas prácticas 

-el abuso de la posición dominante.

ORÍGENES Y EVOLUCIÓN DEL DERECHO DE LA COMPETENCIA EN EL MUNDO
Siglo XIX sociedad con una economía proteccionista en la cual proliferaron los monopolios y los carteles. En 1980 el Congreso aprueba un proyecto de ley contra los monopolios (en inglés, antitrust) presentada por el senador JOHN SHERMAN. 

A partir de este momento se dio inicio a más de un siglo de jurisprudencia sobre los monopolios, las concentraciones empresariales, las prácticas restrictivas, los carteles y en general todos los aspectos relacionados con el derecho antitrust.
En  esta ley se sanciona penalmente y se  1: Prohíbe toda clase de acuerdos que tiendan a restringir la competencia entre los diversos estados o con naciones extranjeras. 2: Prohíbe tanto la monopolización como el intento de monopolizar cualquier parte del comercio interestatal o internacional

Esta prohibición general, según los autores citados, tuvo dos efectos. D

1. Dio un gran poder a los jueces federales para que establecieran en cada caso la distinción entre una cooperación comercial legal y aceptable y una conducta colusoria ilegal

2. La convergencia, que hoy en día se mantiene, entre la ciencia del derecho y la ciencia de la economía. (El autor afirma que este efecto se debe a la evidente referencia que la ley hace a temas económicos) 

Como consecuencia de esta característica, el análisis económico y la evolución de la teoría económica han tenido una influencia determinante sobre el derecho de la competencia.

Evolución del D competencia en USA según KOVACIC y SHAPIRO,

1Etapa (1890-1914)

Inicialmente no se consideraba que la Ley SHERMAN fuera una herramienta útil y eficaz para controlar las conductas anticompetitivas

Durante las primeras dos décadas de su vigencia, la Ley SHERMAN no fue aplicada en forma decidida, pero las cortes dieron los pasos iníciales en el camino de su interpretación, así pues la Corte en virtud de la Ley SHERMAN, podía impedir la realización de integraciones que condujeran al monopolio

 El lenguaje de la Ley SHERMAN y su historia legislativa indican que el Congreso no condena el estatus de monopolio. En cambio, la crucial tarea analítica de las cortes era definir la conducta que, unida con el poder de monopolio, constituía una monopolización ilegal
Congreso de EE.UU. consideraba que la Corte de Suprema de Justicia estaba disminuyendo el rigor en la aplicación de la Ley SHERMAN. Por esta razón se promulgó la Ley CLAYTON de 1914 y se creó la Comisión Federal de Comercio

Por medio de la ley se redujo la discreción de los jueces en cuanto a su tarea de definir las conductas que unidas al poder de monopolio constituían una monopolización ilegal, y se establecieron ciertas prohibiciones tales como 

-Se prohíbe ofrecer descuentos o tratos preferenciales a los consumidores.

-Se prohíbe las fusiones y las adquisiciones entre empresas competidoras, cuando tales fusiones o adquisiciones tengan el efecto de restringir la competencia o de formar un monopolio.
 2Etapa (1915-1936)

No se caracterizó por una agresiva aplicación de la normativa antitrust por dos razones:

1 Como resultado de las relaciones que surgieron entre la industria y el gobierno en virtud de la Primera Guerra Mundial, se estimó que la forma colaboración de las empresas que se dio durante el tiempo de guerra era ideal también para los tiempos de paz. 

2 Se creía que el colapso de la economía de EE.UU. era consecuencia del esquema de libre competencia económica y por ello se legitimaba aún más la política de que el gobierno condujera en mayor medida el comercio y de que hubiera una coordinación cercana entre el gobierno y la industria

La gran depresión dio fuerza a ideas contrarias a las que inspiraron la Ley SHERMAN y el Estado viró hacia la intervención y la planificación de la economía.
Se llegó a suspender la aplicación de la normativa de libre competencia por un tiempo en virtud de la Ley de Recuperación de la Industria Nacional (National Industrial Recovery Act . NIRA) que, permitió a las industrias desarrollar y aplicar códigos de .leal competencia., que usualmente en la práctica eran carteles para fijar precios
En este período se confirma que el tipo de sistema económico promovido por el gobierno de un país determina el grado aplicación o no aplicación de las normas de libre competencia.
Por último, en 1936 el Congreso expidió la Ley ROBINSON-PATMAN: que deroga la de la Ley CLAYTON y prohíbe la discriminación por medio del precio entre diferentes compradores de bienes similares en grado y calidad, cuando el efecto de dicha discriminación sea el de reducir la competencia o el de formar un monopolio.
1.1.3. TERCERA ETAPA (1936-1972)

Las decisiones políticas orientadas por la situación económica, otra vez causan giro importante en el derecho de la competencia.

Los autores Kovacic y Shapiro: los modelos adoptados por el NEW DEAL perdían apoyo y el gobierno del presidente americano F. Roosevelt trató de restaurar la economía a través de la competencia. Así las cosas, se impulsó la aplicación mas rigurosa del ANTITRUST.

El criterio sociopolítico que dio la corte suprema de justicia a esta etapa se puede sintetizar en: durante la época de la aplicación de las leyes anti monopolísticas, se usó un criterio socialista o populista en donde se concentraban en proteger a las empresas pequeñas sin importar sus condiciones de eficiencia ni por el bienestar de los consumidores.

En esta etapa, se hace una aplicación mas rigurosa del derecho de la competencia, cual se basa en la estructuración de la regla per se y en donde se establecerán prohibiciones de determinadas conductas sin tener en cuenta las efectos en el mercado.

· La regla per se: es creada por la corte suprema. Es una presunción de derecho, pues si una conducta se ajusta al supuesto factico de la norma, será considerada restrictiva de la competencia, ergo será ilegal. El responsable tendrá la carga de la prueba.

· La aplicación de esta norma en los procesos judiciales tiene como objetivo disminuir la carga probatoria del estado, pues desde el principio se entiende que el culpable es el infractor. Claro que esto es contradictorio, pues cómo es posible que la conducta del infractor se ajuste al supuesto fáctico de la norma, y que intente probar que no restringe la libre competencia.

En 1950 se expidió la LEY CELLER-KEFAUVER en donde se quiso reforzar el control de integraciones de empresas rivales, pues afectaban la competencia. Caso ocurrido entre Brown Shoe co. y United States de 1962 en el cual la corte invalidó la integración porque hubiera generado una participación horizontal en el mercado, y afectaba toda la economía. 

En los años de la posguerra, mientras los países europeos se recuperaban de las perdidas generadas por la segunda guerra mundial, E.E. U.U. aprovechaba para aumentar el ritmo de adquisiciones y expansiones en el mercado. El oligopolio se ve bien asentado. Tiempo después, la teoría economía estructuralista retoma fuerzas con la premisa de analizar el mercado y su desarrollo como consecuencia de su estructura.

En 1960, la corte adopto la teoría estructuralista para resolver sus casos y así mismo poder determinar cuando un mercado se encontraba concentrado y cuando no.

En 1968 se emite el manual de integraciones por el depto. de justicia que facilitó la comprensión de la aplicación de las normas a las empresas.

1.1.4. CUARTA ETAPA (1972-1991)

La forma de aplicar el derecho de la competencia fue criticada por los integrantes de la escuela de chicago. Estos, odiaban la regulación de entrada y de precios del mercado pero con la diferencia en que éstos sí tenían en cuenta los conceptos de eficiencia para explicar fenómenos como concentración industrial, integraciones, restricciones contractuales y el derecho anti trust.

La influencia de esta gran escuela para la toma de las decisiones de las cortes del estado fueron muy importantes, pues buscaban siempre el beneficio del consumidor. Transformó el objetivo principal de los monopolios, pues ahora se quería el bienestar del consumidor.

Las reglas per se empezaron a ser cuestionadas, pues muchas conductas prohibidas generaban efectos pro competitivos y debían analizarse entonces desde la regla de la razón.

Se tienen en cuenta 4 criterios importantes para que la autoridad de la competencia haga el análisis: naturaleza, propósito, efectos sobre libre competencia y poder de mercado del agente económico.

Con los diferentes fallos, se empezaron a aceptar la integración de las empresas para generar una concentración económica. La posición dominante nunca se aceptó.

1.1.5 QUINTA ETAPA (A PARTIR DE 1992)

Leyes antimonopolio=enfoque ecléctico ---- criterio de orientación estratégica. 
La corte ha intentado balancear los efectos competitivos v/s los anticompetitivos, y así mismo los autores han tratado de equilibrar la aplicación de la regla per se y de la razón. 

Teoría de juegos: han tenido gran rol en las políticas de la competencia. Esta metodología permite estudiar el comportamiento de los agentes económicos desde condiciones de incertidumbre. 

Se presenta además el tema de los carteles en donde uno de los agentes siempre está tentado a violar el acuerdo. 

A medida que la sociedad avanza y genera nuevos productos, la competencia tiene que ir adaptándose. Es lo que se llama como la NUEVA ECONOMIA. Acá, Ponser clasifica las industrias de la nueva economía en tres: las que desarrollan software, negocios basados en internet y servicios de comunicaciones y equipos.

En esta nueva etapa se presentan problemas como la certeza de la participación real de una empresa que esta dentro de la nueva economía y del desarrollo tecnológico innovador que contrasta con la lentitud de los procesos judiciales. 

En conclusión, el derecho de la competencia ha tenido un buen desarrollo en E.E.U.U y una buena adaptación de acuerdo a su situación económica y política del momento. Así mismo, su análisis ha cogido fuerza y los desarrollos futuros van a tener mayores influencias.

El Derecho de la competencia en la Unión Europea

· Orígenes del derecho de la competencia en Europa: Tratado de Roma de marzo de 1957.

· Objetivo del derecho de la competencia en la UE: Profundizar la integración económica de Europa (diferente al antitrust norteamericano y al DC de otros países).

· Para lograr el objetivo se requería una legislación adecuada de competencia porque
:


· La caída de las fronteras económicas podría facilitar y agudizar el abuso de la posición dominante y el fraccionamiento de los mercados por medio de acuerdos anticompetitivos. 

· Se necesitaban:

· Reglas de juego que obedecieran a situaciones particulares.

· Instituciones sólidas para hacer cumplir las reglas.

· Sin embargo, en los 60’s no existía en Europa la cultira de la competencia. Los decretos nacionales de descartelización –sobre todo en Alemania- fueron los que dieron origen a las normas antitrust.
· Los artículos del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea que se refieren a la libre competencia son el 81 y el 82, y equivalen, en su orden, a las secciones 1 y 2 de la ley Sherman. Sin embargo tienen las siguientes diferencias:

· Artículo 81: La prohibición no es absoluta en la UE, porque hay excepciones si se cumplen unos requisitos.

· Artículo 82:

· En la UE sólo son abusivas las empresas que individual o conjuntamente ostenten una posición dominante en el mercado, y en EE.UU. no es  una condición necesaria poseer poder de monopolio cuando las conductas monopolísticas comienzan.

· En la UE se considera que el monopolista abusa si fija precios por encima de las condiciones de mercado o limita su producción, en EE.UU. esto en sí mismo no es prohibido.

· En el art. 81:

· El modelo de prohibición es a-priori, porque si se cumplen los elementos descritos en la norma, ésta se aplica.

· Las excepciones son a-posteriori porque los acuerdos, decisiones y prácticas subsisten si cumplen expresamente los requisitos mencionados, y se notifican ante respectiva autoridad. 

· Los elementos esenciales del art. 82 son:

· Ámbito de aplicación no incluye conductas unilaterales de empresas que no tienen una posición dominante en el mercado.

· Se aplica tanto a posición dominante de empresa como colectiva.

· Tiene un catálogo de conductas que se consideran abusivas.

· No hay excepción para el castigo del abuso (como en el art. 81).

Concentraciones Empresariales

· La regulación sobre esta materia se incorporó de manera tardía a la UE (en 1989). La normativa ha sido revisada varias veces, se destacan reformas de 1997 y 2004.

· Las reformas no representan un cambio sino una continuidad.

· La realización de las reformas lo justifica:

· El contexto económico de la región: realización del mercado interior y la unión económica y monetaria.

· El contexto internacional: Reducción de las barreras internacionales al comercio y la inversión.

· Ampliación de la UE a 25 Estados miembros.

· Lo anterior es positivo, pero requiere control para evitar las concentraciones económicas que obstaculicen el mercado.

· El cambio más importante de 2004 fue la modificación del criterio desde el que se debe objetar la concentración:

· Antes: Criterio Test de dominancia. La concentración se objetaba cuando creaba o reforzaba una posición dominante, analizando si ésta dañaba la estructura competitiva del mercado, y no si ésta tenía el efecto de reducir la competencia entre los operadores.

· Con la reforma: Criterio disminución sustancial de la competencia
. Se objeta la operación que obstaculice significativamente la competencia efectiva en el mercado, o en una parte sustancial de éste, sobre todo si se refuerza una posición dominante. El OBJETO de este criterio es evitar las consecuencias que las conductas podrían tener en un mercado oligopolístico.

· Para los autores
 el nuevo criterio NO resulta adecuado para analizar las concentraciones empresariales en América latina y el Caribe, porque los mercados son pequeños y muy concentrados, generándose el rechazo de las operaciones de concentración empresarial, impidiéndose el fortalecimiento de empresas que se encuentran sometidas a la presión competitiva internacional.

La modernización normativa de la UE

· Con el reglamento #1 de marzo de 2003, todas las autoridades de competencia nacionales tienen la facultad de aplicar las normas de competencia del tratado.
· Los cambios generados por el reglamento son:
· Armonización de normas sustantivas de libre competencia.
· Derogación del sistema de notificaciones.
· Descentralización de la aplicación de la normativa de competencia.
· Expedición de guías para garantizar la seguridad jurídica.
· Posibilidad de la Comisión de publicar opiniones y declaraciones sobre temas no resueltos, sobre hechos o normas.
· El resultado principal de la reforma ha sido la creación de una red entre las autoridades de la competencia nacionales que ha facilitado el proceso de descentralización en la aplicación de la normativa, mediante cooperación, produciendo aplicación más efectiva y uso más eficiente de los recursos colectivos.
· Desde 1996 la Comisión Europea de Competencia ha implementado:
· Un programa de delación, exitoso para detectar y prevenir la formación de carteles.
· Se ha creado una cultura de competencia en Europa
. 
· La política de la competencia ha llevado a desarrollar el mercado en los países europeos.
· Sin embargo aún hay muchos retos. Se destaca el problema de la burocratización y lentitud en las decisiones. Las víctimas de conductas anticompetitivas no han sido compensadas por daños causados, y las leyes de competencia no tienen el poder disuasivo de debían tener.
· Para los autores, para que los procesos relacionados con el derecho de la competencia sean relevantes, se requiere de economistas y abogados.
· SÍNTESIS
: El derecho de la competencia en Europa se desarrolló varias décadas después de su consolidación en EE.UU. y en un principio sus objetivos difieren del antitrust norteamericano. Sin embargo, las reformas implementadas por la UE en materia de competencia la han acercado al modelo de EE.UU. Varios países latinoamericanos han adoptado normas de competencia de la UE.
EL DERECHO DE LA COMPETENCIA EN AMERICA LATINA Y EL CARIBE

- La década de los 90, ha significado para los países de América del Sur, Centroamérica y el Caribe, el florecimiento de una legislación promotora de leyes de libre competencia. No obstante en algunos de ellos ya existían normas antimonopolio:

· Argentina desde  1919

·  México    desde  1934

·   Chile      desde  1959

·   Brasil     desde   1962

· Colombia desde   1959( Ley 155

- Sin embargo, aunque estas leyes formalmente existían, en algunos casos no se aseguraba su cumplimiento por parte de las autoridades, o simplemente no se aplicaban. Esto, se refleja particularmente en el caso Colombiano, en donde durante las 3 décadas siguientes a la expedición de la Ley por parte del Congreso, la autoridad de competencia, no resolvió ningún caso:


Razones:

· El modelo de desarrollo proteccionista no promovía una cultura de competencia.

· El gobierno no estaba dispuesto a enfrentarse con los grupos poderosos de interés económico.

· Carencia de instrumentos técnicos y humanos para que las autoridades implementaran las normas.

· Se incurrió en un defecto legislativo al incorporar una excepción demasiado amplia al Art. 1 de la Ley 155, con lo cual se ésta se hacía virtualmente inoperante.

Según MICHAEL KRAKOWSKI antes de los 90, las políticas de competencia sólo fueron aplicadas en Chile y Argentina.

- A finales de la década de los 80 y durante la década de los 90, los gobiernos de los países latinoamericanos expresaron su voluntad política de expedir nuevas leyes de competencia, reformar las existencia y crear los mecanismos necesarios para su ejecución.


Esto como consecuencia de dos procesos políticos y económicos:

1. El afianzamiento de la democracia como forma de gobierno, con miras a la consolidación el Estado de Derecho y la seguridad jurídica necesaria para el desenvolvimiento normal de las relaciones sociales, especialmente las inherentes al comercio.

2. El consenso político sobre el establecimiento de un nuevo modelo de desarrollo económico caracterizado por la apertura del comercio.
- A finales de los años 70 y durante la década de los 80, la Comisión Económica para Latinoamérica y el Caribe (CEPAL), promovió el agotamiento del modelo de sustitución de importaciones, con el fin de lograr el desarrollo industrial de las economías rurales de los países latinoamericanos. Para esto, afirmó que se debían crear barreras arancelarias que protegieran la incipiente industria interna de la competencia internacional, con lo cual se sustituiría la producción de productos primarios, que tendían a hacerse mas baratos, por la producción de bienes con mayor valor agregado, los cuales tendían a hacerse más rentables.

- Los promotores de este cambio de modelo de desarrollo, señalan que fue gracias a su implantación que Latinoamérica dejo de ser una región rural para avanzar hacia la industrialización.

- Sin embargo, este modelo produjo mercados concentrados e ineficientes, razón por la cual tuvo que ser revisado con el fin de detener los procesos inflacionarios que se estaban presentado. Como consecuencia de esto, se dio paso al CONSENSO DE WASHINGTON, el cual representó un cambió de 180º en la política económica.


CONSENSO DE WASHINGTON( “serie de recomendaciones a los países de América Latina, 
golpeados por la crisis de la deuda externa de los años, que buscaba incrementar la eficiencia de 
las economías de la región, por medio de la disciplina en la política macroeconómica, 
liberalización financiera, cambiaria y comercial, privatizaciones, desregulación de la economía 
y la promoción de la inversión extranjera directa”.

Asimismo, este proceso de liberalización comercial, fue complementado con leyes de promoción de la competencia en el mercado interno de los países, pues de nada servía abrir las puertas al mercado internacional, si al interior de los mismos se mantenían dichas restricciones.

- En resumen, las políticas de competencia en el proceso de apertura económica tienen 3 funciones:

1. Permitir un mayor acceso al mercado de nuevos competidores.

2. Proteger la competencia frente a prácticas restrictivas comerciales.

3. Fomentar la eficiencia de las empresas y el consecuente bienestar para los consumidores.

- Algunos países como Bolivia, Ecuador, Paraguay, Guatemala, Nicaragua y República Dominicana; no han promulgado leyes generales de libre competencia, a pesar de que sus respectivas constituciones consagran este principio y de que en algunos casos se hayan adoptado leyes sectoriales de competencia.


En este sentido y a juicio del autor, el hecho de que estos países no hayan expedido una 
legislación de competencia, 
obedece a la oposición por parte de sectores específicos a la 
dirigencia económica de los respectivos países. Así, lo que buscan es influenciar al Estado para 
que las políticas públicas que se dicten, se acomoden a sus intereses particulares.

-En el mismo sentido, hay quienes se oponen a la introducción de normas de competencia, argumentando que la aplicación de éstas políticas implica altos costos para el Estado, sobre todo si se trata de países pobres o pequeños, dado que se necesita una autoridad de competencia fuerte y con suficientes recursos para cumplir su función en forma técnica y eficiente( Al respecto, el autor cree que para las economías pequeñas que se caracterizan por la concentración económica y niveles elevados de precios, el costo de NO aplicar una normativa de libre competencia es mayor que el costo de su aplicación, por lo tanto este argumento se desvirtúa.

- En relación con este proceso de incorporación de leyes sobre competencia, la comunidad internacional también ejerce presión, principalmente, mediante tratados regionales de integración o libre comercio en los cuales se han incluido cláusulas sobre políticas de competencia. 

- En razón de lo anterior, el reto para el futuro del derecho de la competencia es la armonización de las diferentes legislaciones mediante la definición multilateral de reglas comunes sobre política de competencia.  Frente a este particular, en América, ya existen normas supranacionales de libre competencia, que han colaborado con esta tarea armonizadora. Entre ellas encontramos:

· MERCOSUR: protocolo para la defensa de la competencia.

· CAN: Comunidad Andina de Naciones( Decisión 285 de 1991( Normas para la protección y promoción de la libre competencia en la Comunidad Andina.

· CARICOM: Comunidad del Caribe y Mercado Común  ( Tratado de Chaquaramas de 1973 ( contiene normas sobre políticas de competencia y protección al consumidor y crea una autoridad de competencia regional denominada, Comisión de Competencia Comunitaria.

· MCCA: Mercado Común Centroamericano ( Tratado General de Integración Económica Centroamericana de 1960.

· TLCAN: Tratado de Libre Comercio del Atlántico Norte (en inglés NAFTA).

Asimismo, algunas instituciones internacionales han apoyado directamente la aplicación de políticas de promoción de la competencia mediante recursos, asesorías, seminarios, etc. Entre ellos se encuentran:

· International Competition Network.

· La Conferencia de las Naciones Unidas para el Comercio y Desarrollo (UNCTAD)

· La OEA

· El Banco Mundial

· La OMC

· La Organización Europea de Cooperación y Desarrollo Económico (OECD)
CAPITULO 2: LOS SISTEMAS ECONÓMICOS Y EL DERECHO A LA COMPETENCIA

El sistema económico de un país es la forma de organización social que los hombres utilizan para el desempeño de su actividad económica. Según el tipo de sistema los conglomerados sociales responden de diferente manera a tres problemas básicos de organización económica: ¿qué clases y cantidades de bienes y servicios serán producidos?, ¿cómo serán usados los recursos escasos para producirlos?; y ¿para quién serán producidos estos bienes y servicios?.

En primer lugar, se planteó que estas decisiones fueran tomadas por una autoridad central. Según el profesor TAMANES: “En este caso nos enfrentamos ante un sistema de planificación, que en su más alto grado de centralismo se encuentra en determinadas clases de socialismo”. 

A partir de la revolución bolchevique en 1917 se aplicó este modelo en la Unión Soviética y para la década de los ochenta, cerca de una tercera parte del mundo estaba gobernada por doctrinas

Marxistas. Sin embargo, en esa misma década el mundo empezó a girar nuevamente hacia el libre mercado, debido al éxito económico de Norte América, Europa Occidental y los países del Este asiático.

En segundo lugar, y en contraposición a este sistema, está la economía de mercado, en la cual son las empresas privadas y las personas las que toman la mayoría de las decisiones relacionadas con la producción y el consumo. Los profesores SAMUELSON y NORDHAUS lo describen en los siguientes términos: “Un sistema de precios, de mercados, de beneficios y pérdidas, de incentivos y premios determinan el qué, el cómo y el para quién. Las empresas producen las mercancías que generan los mayores beneficios (el qué) mediante técnicas de producción que son menos costosas (el cómo), y el consumo de los individuos depende de sus decisiones sobre la forma de gastar los salarios y las rentas de la propiedad generadas por su trabajo y sus propiedades (el para quién).

Sin embargo, no han existido economías donde únicamente sea el Estado el que tome todas las decisiones económicas o economías en las cuales la asignación de los recursos se deje enteramente al arbitrio de las fuerzas de la oferta y la demanda. Los diferentes sistemas sólo han tendido hacia alguno de los sistemas antagónicos.

En el caso de América Latina, el cambio de modelo de desarrollo de los años noventa en se enmarcó en el esfuerzo de los gobiernos por hacer la transición de una economía intervencionista a una economía de mercado. En Latinoamérica, desde hace varias décadas la asignación de los recursos no se llevaba a cabo principalmente por medio de la oferta y la demanda, pues se consideraba que la planificación o la intervención en la asignación de recursos por parte del gobierno era más conveniente para el bienestar social. Por esto, aunque en algunos países existían normas de competencia de tiempo atrás, éstas eran letra muerta,
El modelo que imperaba en casi toda América Latina, que buscaba estimular la producción empresarial, implicaba subvenciones, monopolios, impuestos que discriminaban productos extranjeros, licencias exclusivas de producción para la denominada industria incipiente, barreras arancelarias y paraarancelarias (en algunos casos llegaba a la prohibición de importar algunos productos) y diversos mecanismos que no sólo impedían el libre comercio entre países, sino que también restringían la competencia internamente.
Muchos países utilizaban complejos sistemas de reglamentación de precios. Lo cual, no puede en general dar satisfacción a las necesidades de los consumidores y lograr el crecimiento económico al mismo tiempo. Uno de los dos objetivos ha de sacrificarse por otro. De manera que fue gracias a este sistema económico que se presento una inestabilidad manifestada en un gran déficit fiscal, cesación de pagos de la deuda externa, devaluación de la moneda, alta inflación (en algunos casos hiperinflación), desempleo, recesión económica y pobreza. Entre los años ochenta y noventa el ingreso per cápita en la región cayó en cerca de un tercio.

En respuesta a esta crisis se dio un proceso liderado por corrientes liberales, entre ellos la escuela de Chicago, hacia la disminución de la intervención del Estado en la economía, dejando al mercado el proceso de creación y asignación de los recursos en la sociedad.
Las nuevas políticas económicas, se desarrollaron en diferentes grados en cada país y a un ritmo desigual, e implicaron medidas como: gradual liberalización de los precios, el final de los subsidios para algunos sectores económicos, políticas de ajuste económico, saneamiento financiero, estricto control de divisas, desarme arancelario, favorecimiento de las inversiones extranjeras, privatizaciones de las empresas públicas y desarrollo de la integración económica regional.

Según el ICPAC, más del 60 por ciento la legislación sobre competencia fue desarrollada en la década de los noventa. La transformación del Estado y la prevalencia de la economía de mercado no sólo ocurrió en nuestro continente, y por ello las políticas de promoción de la competencia y la implantación del derecho de la competencia es una realidad global. No obstante, como ya se había advertido, diferentes razones políticas y económicas han inclinado la balanza en algunos países de la Suramérica en favor de gobiernos de izquierda que han prometido tomar un camino diferente al señalado por el llamado Consenso de Washington. Este viraje político y económico ha sido justificado por sus protagonistas por el pobre desempeño de las economías latinoamericanas en la última década, las cuales no han sido capaces de crecer a niveles suficientes para reducir sustancialmente la pobreza. 

Así por ejemplo, el trámite del proyecto de Ley antimonopolio, antioligopolio y la competencia desleal que cursa en la actualidad en la Asamblea Nacional de Venezuela es consecuencia del nuevo orden político y económico que desea imponer el presidente CHÁVEZ. Así, según la exposición de motivos del mencionado proyecto de ley, esta norma que remplazaría la Ley para promover y proteger el ejercicio de la libre competencia vigente desde enero de 1992. Puede decirse, con base en la experiencia venezolana, que en los países en los cuales los gobiernos de izquierda se han consolidado, las políticas de competencia pueden presentar importantes cambios. Además de la reforma de la normativa, seguramente también variará la manera en que las autoridades de la competencia la aplicarán. Lo anterior indica que en los próximos años se avecinan importantes debates sobre el rol de las normas de libre competencia en Latinoamérica y el Caribe.

LOS CASOS MULTIJURISDICCIONALES Y LA DOCTRINA DE LOS EFECTOS

DOUGLAS MELAMED sintetiza la problemática de los casos multijurisdiccionales, ocasionados por la globalización económica, de la siguiente manera: “Aunque vivimos en una economía globalizada, no vivimos en un estado global. No hay una normativa de libre competencia única y no tenemos normas internacionales para resolver temas sobre jurisdicción y sobre procedimiento”.

Es necesario recordar que, en la actualidad más de noventa jurisdicciones en el mundo tienen normas sobre competencia y los sistemas no conforman un solo modelo de aplicación, pues existen grandes diferencias en cuanto a los criterios sustantivos y de procedimientos, lo cual es comprensible teniendo en cuenta que estas diferencias están arraigadas en la visión de cada jurisdicción sobre el rol y los objetivos del derecho de la competencia.

Para dar solución a las dificultades planteadas, algunos doctrinantes pragmáticos abogan por la armonización de las legislaciones y por la creación de unos estándares mínimos, mientras que otros autores proponen la creación de autoridades internacionales de la competencia y de convenciones transnacionales antimonopolio para que realicen la supervisión a nivel institucional.

Mientras la posibilidad de que se acuerden convenciones internacionales de libre competencia es lejana, existe una figura que se ha creado para hacer la aplicación extraterritorial de la ley comercial, esta es, teoría o doctrina de los efectos. La doctrina consiste en que los estados tienen jurisdicción sobre las prácticas realizadas por empresas que están por fuera de su territorio —tanto nacionales como extranjeras— que producen efectos anticompetitivos en sus mercados. Así las cosas, el costo social que genera una práctica o una transacción consiste en que ésta puede ser investigada por varias jurisdicciones y en la medida en que existe ningún tipo de colaboración el proceso será muy gravoso tanto para las autoridades como para los particulares.

Entre las dificultades se incluye la imposibilidad (o dificultad) de la autoridad de competencia nacional de obtener las pruebas de contravención de la ley cuando tal cuerpo de prueba se encuentra en el exterior. Asimismo se considera difícil aplicar una decisión o imponer una multa si los activos se mantienen en el exterior o si existen conflictos de jurisdicción con el país de donde provienen estas empresas y/o si el gobierno ejerce presión”.

Mientras no existan tratados multilaterales, lo mínimo que pueden hacer los estados es fortalecer la cooperación entre las autoridades de la competencia.
SISTEMATIZACIÓN DE LA NORMATIVA DE LIBRE COMPETENCIA

El desarrollo normativo de sistemas integrados de competencia ha sido mas bien errático y disperso, y el desarrollo legislativo de normas sobre competencia ha tenido un carácter más bien aluvional, que ha ido acumulando normas jurídicas sin que exista un tratamiento sistemático de la materia.

Un caso que ilustra el problema descrito es la proliferación normativa en Colombia, donde existen más de setenta normas de carácter legal, reglamentario y regulatorio relacionadas directamente con el derecho de la libre competencia que han sido expedidas desde el año 1959 hasta la fecha. Este conjunto de normas ha generado dificultades en temas como la definición de la autoridad competente y sobre las etapas del procedimiento jurisdiccional por competencia desleal. La dispersión normativa y los vacíos en régimen de control de integraciones hacen que esta área del derecho genere altos costos de transacción para las personas.
CONSOLIDACIÓN DE UN RÉGIMEN DE LIBRE COMPETENCIA PROPIO

Finalmente, un importante reto para los estados de Latinoamérica y del Caribe es la consolidación de regímenes de libre competencia adecuados para las estructuras de mercado existentes en sus respectivos países.
No es justificable que se trasplanten normas o teorías estadounidenses o europeas sin hacer un análisis riguroso de la conveniencia para nuestras economías. Un ejemplo de lo anterior es la aplicación de los sistemas de análisis norteamericanos sobre concentraciones económicas. En general, la medición del poder de mercado en una industria se hace por medio de los índices de concentración que determinan los coeficientes de concentración. Estos índices cuantitativos del poder de mercado son usados por las autoridades de la competencia para determinar si una operación de concentración puede llegar a producir una restricción excesiva de la libre competencia. En el caso de EE.UU., los parámetros contenidos en las Guías para concentraciones expedidas por la CFC y el DJ de EE.UU., en particular las correspondientes al Índice HERFINDAL HIRSCHMAN, son demasiado estrictos para economías pequeñas y concentradas como las de América Latina.
Por último, nuestras autoridades de la competencia están en capacidad y tienen el deber de aplicar criterios propios que se ajusten a nuestras economías y a la finalidad de esta normativa que es el beneficio del consumidor.
Los objetivos del derecho de la competencia

1. Proteger o reforzar el proceso competitivo de los mercados en los que dicho proceso es parcial. 

2. Disminuir el poder de las firmas dentro de un mercado, en la medida en que dicho poder contradiga conductas competitivas

3. Prohibir acuerdos que permitan a los competidores existentes o potenciales asumir conductas anticompetitivas

4. Incrementar la eficiencia económica, que en general se revierte en un incremento del bienestar de la sociedad en conjunto.

El capítulo inicia diciendo que la política de la competencia trabaja junto con otras políticas económicas que procuran establecer una economía de mercado en América Latina. Seguidamente define el derecho de la competencia como: el conjunto de normas jurídicas que pretenden regular el poder actual o potencial de las empresas sobre un determinado mercado, en aras del interés
A continuación se describirá las razones por las cuales la teoría económica justifica la expedición de normativas de libre competencia por el Estado.

Las legislaciones de Latinoamérica establecen un listado de objetivos que persigue la normativa de la competencia, entre los cuales se cuentan el bienestar del consumidor, el progreso técnico, la competencia misma y la equidad. Todos los cuales se relacionan entre sí para dar a entender que la finalidad última del derecho de la competencia es el beneficio del consumidor, de manera que se permita a éstos acceder a una mayor cantidad y variedad de bienes y servicios de mejor calidad y a un mejor precio. 

En ese sentido el funcionamiento del mercado requiere la garantía de parte del Estado de derechos que expresen esa libertad de competencia (tal es el caso del derecho de propiedad, libre escogencia de profesión, libertad de asociación entre otros).

La libertad de competencia se concreta en la posibilidad efectiva que tienen los participantes en un mercado, de concurrir a él en contienda con los demás, con el objeto de ofrecer y vender bienes o servicios a los consumidores, y de formar y mantener una clientela.

No obstante lo anterior, la libertad de competencia puede ser restringida por: 1. el Estado a través de regulaciones sectoriales, monopolios estatales y derechos de propiedad industrial por ejemplo. 

O por 2. Los particulares de tres maneras: mediante el abuso de la posición dominante, las prácticas restrictivas y la competencia desleal. Éstas, a diferencia de las acciones del Estado, infringen las normas antimonopolio.

Para fomentar la eficiencia (una de las tres funciones del Estado frente a la economía fomento de le eficiencia y crecimiento, estabilidad macroeconómica y equidad)el Estado debe corregir las fallas del mercado que en este caso se presentan en las prácticas restrictivas  y desleales.

La lectura entonces, dice que las condiciones para que un mercado sea perfecto son muy estrictas y poco aplicables a la realidad económica. Las condiciones son:

a) Un número plural de oferentes .motivados por su interés personal y que actúan para maximizar su utilidad.

b) Un número plural de compradores que también están motivados por el interés personal y que actúan para maximizar su utilidad.

c) Los vendedores sólo pueden reaccionar pasivamente ante un precio determinado por el mercado.

d) Los bienes ofrecidos son homogéneos o estándar.

e) Tanto compradores como vendedores tienen información completa sobre los precios los productos y las transacciones.

f) No hay barreras de entrada ni de salida en el mercado para los consumidores y productores.

g). Los recursos se sujetan a un régimen de propiedad privada cuyos derechos estén claramente definidos y asignados.

h) Hay un sistema judicial que hace cumplir la ley, los contratos y especialmente los derechos de propiedad.

I) Ningún vendedor es suficientemente grande para afectar el precio mediante el incremento o el decrecimiento de su producción, es decir, los agentes económicos son simples tomadores de precios o precio  aceptantes.

Según alguna parte de la doctrina, será por tanto perfecto un mercado cuando ninguna empresa o consumidor sea lo suficientemente grande como para influir en el precio de mercado. 

Un mercado imperfecto es por oposición a lo dicho anteriormente, aquél en donde alguna de las condiciones antedichas no se presentan. El resultado de este tipo de mercado es que los precios para el consumidor son mayores y la producción menor. De forma que las empresas se benefician en detrimento de los consumidores (sociedad en general). Cuando las empresas tienen poder de mercado, pueden subir los precios por encima del nivel competitivo en el que el precio es igual al costo marginal.

De lo anterior es posible establecer cuáles serán las conductas jurídicamente relevantes para el derecho de la competencia; aquellas que tuvieren alguna influencia directa sobre el mercado en una forma diferente a como ocurriría en condiciones de libre competencia.

De acuerdo con SAMUELSON y NORDAHUS, en todas las economías de mercado las industrias tienen elementos de competencia imperfecta, de lo cual se puede inferir una especie de paradoja, en virtud de la cual el Estado siempre estaría legitimado para intervenir en dicho mercado por medio de las leyes de libre competencia.

Existen razones no económicas que hacen indeseable una estructura económica monopolística, tal es el caso de la concentración excesiva de riquezas y de la toma de decisiones económicas del país en unas pocas manos, fenómeno que derivaría al final en corrupción por ejemplo. En estas posibilidades radica también la necesidad del derecho de la competencia. 

La necesidad de una política de competencia es evidente, como eje rector del proceso de creación y asignación de riqueza de una economía. En concreto, dicha política busca establecer los instrumentos necesarios para generar las condiciones institucionales y de entorno necesarias a fin de inducir los cambios de conducta empresarial requeridos para hacer la adaptación a la economía de mercado fluida, no traumática, y capaz de ofrecer a los países que por vez primera apuestan a ella una oportunidad real de construir capacidades empresariales capaces de triunfar en el contexto de la globalización. 

Otra justificación para la ejecución de una legislación de competencia es la escalada de integraciones que se ha dado en la economía mundial desde la década de los noventa. Las fusiones y las adquisiciones son mecanismos para reorganizar y reestructurar el mercado, con efectos positivos o negativos sobre el bienestar de la comunidad.

CAPÍTULO III

LOS MERCADOS COMPETITIVOS Y LOS MERCADOS MONOPÓLICOS

Acerca de este tema, el documento puntualiza la estrecha relación existente entre el derecho y la economía en lo que tiene que ver con la libre competencia. Esta rama del derecho se apoya en la teoría del precio, la cual hace parte de la microeconomía. Esta teoría se sustenta en la intención de todos los consumidores de maximizar sus beneficios.

Para lograrlo, las preferencias del consumidor cobran una gran importancia, ellas se pueden expresar mediante la curva de la indiferencia. Sin embargo, mientras las necesidades o los deseos del consumidor son ilimitados, los recursos con los que cuenta el individuo son limitados. Así, la denominada restricción presupuestaria, que consiste en la limitación de los recursos que tiene un agente determinado para comprar un determinado bien, obliga al individuo a priorizar su consumo.

La combinación de las curvas de indiferencia (el deseo del individuo) con su curva de ingreso (su capacidad) determinan el denominado equilibrio del consumidor. Ver las gráficas páginas 341 y 342.

3.2. El excedente del consumidor en el mercado competitivo.

· El consumidor desea obtener bienes o servicios que satisfagan sus necesidades a un bajo precio. Todo esto depende de sus ingresos.

· El productor desea maximizar sus beneficios, disminuyendo la estructura de costos y vender los productos al mayor precio posible. Esto se llama eficiencia. 

La cantidad que podrán producir y el precio al cual podrán vender sus productos, estará determinado por la cantidad demandada y los precios que determine el mercado. Esto ocurre siempre y cuando:

· El productor sea tomar de precios: su poder dentro del mercado no es suficiente para influir sobre el precio.

· El consumidor sea tomar de precios: valor o utilidad que el consumidor le asigna a una determinada cantidad de un bien.

· Excedente del consumidor: cuando la disposición a pagar del consumidor es mayor al precio fijado por el mercado (Disposición de Pago del Consumidor – Precio de Mercado = Excedente del Consumidor).

Ejemplo: una cantidad de bien equivale a $3 y el consumidor esta dispuesto a pagar $5; por lo que el excedente es de $2.

3.3. El excedente del productor en el mercado competitivo.

· Excedente del productor: cuando el ingreso que reciben los productores es mayor a los costos de producción (Ingresos – Costos = Excedente del Productor).

Ejemplo: producir un bien le cuesta $1 y el precio de mercado es $3; por lo que el excedente es de $2.

3.4. El excedente económico y la eficiencia en el mercado competitivo.

· Excedente económico: indica la utilidad o satisfacción que genera una economía una vez deducidos los costos de producción (resulta de la combinación del excedente del productor y del consumidor).

· Este concepto esta relacionado con la eficiencia, ya que esta representa el mayor grado de excedente económico, el cual genera una alta satisfacción de los consumidores al precio mas bajo posible.

3.5. Los mercados imperfectos.

· Clasificación:

· El monopolio.

· La competencia monopolística.

· El duopolio.

· El oligopolio.

· El monopsonio.

En estos mercados, algún agente o varios, tendrán influencia en el precio del bien o en otras condiciones del mercado.

· En las 4 primeras formas de mercado imperfecto, el productor no es tomador de precios, lo que trae como consecuencia es que su conducta no se vera disciplinada por el merado;  por el contrario, podrá producir una cantidad menor y determinar un precio superior al de un mercado competitivo.

3.5.1. El monopolio.
· Solamente existe un productor del bien en cuestión y no existen competidores en el mercado.

· El monopolista para maximizar sus beneficios, buscara obtener una parte del excedente del consumidor mediante:

· Discriminación de precios.

· Imposición de un precio monopolístico.

· Tabla comparativa:

	Característica.
	Mercado perfectamente competitivo.
	Mercado monopólico.

	Influencia en el precio.
	Productor es tomar de precio, no tiene capacidad de injerencia sobre el mismo.
	El monopolista tiene un gran poder para determinar el precio.

	Numero de vendedores.
	La teoría convencional hace referencia a muchos vendedores, pero no determina que se entiende por muchos.
	Un solo vendedor.

	Concentración del mercado.
	No hay concentración, el mercado se encuentra totalmente atomizado.
	El mercado esta concentrado al 100%.

	Homogeneidad del bien.
	Bienes completamente homogéneos, lo cual no solo implica que sean idénticos, sino que en su producción debe usarse los mismos insumos al mismo costo.
	Bienes diferenciados.

	Simetría de la información.
	Información que poseen los agentes es simétrica.
	Información que poseen los agentes es asimétrica.

	Entrada y salida del mercado.
	No hay restricciones para la entrada y la salida de productores.
	Hay fuertes barreras - económicas o legales – tanto para la entrada como para salida de productores.

	Elasticidad de la demanda del bien.
	La demanda es elástica, existen diversos bienes sustitutos.
	La demanda es inelástica, no existen bienes sustitutos, ni siquiera cercanos.


3.5.2. El precio monopolístico.
· El límite para el monopolista de incrementar los precios, es el ingreso del consumidor.

· La curva de la demanda en un mercado monopólico no es elástica.

3.5.2. El Precio Monopolístico

El monopolista tiene la situación privilegiada de influir sobre los precios, sin embargo no puede elevarlos como él quiera porque tiene el límite del nivel de ingreso de los consumidores.

El monopolista puede aumentar el precio de su producto a un nivel sustancialmente mayor del que podría exigir en condiciones de competencia perfecta, sin perder un volumen de ventas.

A diferencia de la curva de la demanda en un mercado perfectamente competitivo, la curva en la demanda en el mercado monopolístico no es elástica. 

El precio que fija el monopolista y su relación con el precio que fijará una empresa en un mercado competitivo se encuentra ilustrado en la siguiente gráfica. 

(MIRAR PG 352 Gráfica #7 o en el mismo  resumen de Juan David la encuentran)

· El costo marginal (C.Mg.), representa el costo adicional en que el productor incurre por producir una unidad adicional del mismo bien. Es la curva de oferta de la empresa.

· El ingreso marginal (I.Mg.), representa el ingreso que el productor recibe por vender cada unidad adicional del bien en cuestión.

El monopolista tenderá a producir la cantidad QM (de la gráfica), ya que en ese punto su ingreso marginal se iguala a su costo marginal, y por tanto sus beneficios se maximizan.

Las consecuencias negativas que representa la conducta del monopolista para la sociedad consisten, en que éste reducirá su producción a una cantidad inferior a la que los demandantes desean y pueden adquirir, y elevará el precio a un nivel superior al que se produciría si estuviera un mercado competitivo. Por su parte el ingreso del monopolista se vería aumentado por la apropiación de parte del excedente del consumidor. Es importante anotar que no todo el excedente del consumidor es apropiado por el monopolista, pues parte de ese excedente se desperdicia. De igual forma, en la medida en que el productor produce menos, parte de su excedente también se desperdicia. La sumatoria de estos dos desperdicios se denomina pérdida irrecuperable de eficiencia o despilfarro económico.
Es importante aclarar que el monopolista, como productor, no necesariamente es ineficiente, en la medida en que se podrá tener una estructura de costos baja y producir una cantidad del bien a un bajo costo. La ineficiencia en este caso, como ya se dijo, es de tipo social.

La toma de decisiones del monopolista respecto del nivel de producción y al precio del bien en cuestión puede resumirse de la siguiente forma:

· Los consumidores compran los bienes que satisfacen sus necesidades y responden a sus preferencias personales.

· Las preferencias de los consumidores se revelan en el mercado por los volúmenes de compra.

· Cuanto más inclinada sea la curva de la demanda del monopolista, mayor será su influencia sobre el precio del mercado. El precio puede ser elevado, si se reduce la cantidad producida del bien.

· El monopolista escogerá un nivel de producción en el cual su ingreso marginal sea igual a su costo marginal, con el objeto de maximizar sus beneficios.

· Los beneficios se mantendrían a niveles más altos que los que el productor tendría en una situación de competencia, ya que la entrada al mercado se encuentra restringida.

· El resultado de esta circunstancias es que el bien en cuestión será ofrecido a unos precios superiores a sus costos de producción, y lo que es peor, más altos que los precios que tendría su hubiera competencia.

Los efectos anteriormente nombrados, son los mismos que se generan cuando los competidores en un mercado forman carteles con el objeto de fijar los niveles de producción o de precios.

3.5.3. Discriminación del Monopolio

3.5.3.1. Aspectos Generales.

Mediante la discriminación de precios el monopolista buscará apropiarse de una parte del excedente del consumidor. En la medida en que posee mayor información que el consumidor y conoce su disposición a pagar por el bien en cuestión, está en capacidad de fijar un precio diferente para cada persona (segmentación del mercado) e incluso un precio diferente dependiendo de la cantidad del bien que solicite el consumidor (precios múltiples). Existe en esta situación información asimétrica. Esta conducta no podría realizarse en un mercado competitivo en la medida en que el precio del bien es fijado por el mercado mismo y si la empresa decidiera discriminar, se vería disciplinada por el mercado.

3.5.3.2. La Discriminación como abuso de la Posición Dominante en Colombia

El Decreto 2153 de 1992 establece dos clases de prohibiciones sobre las prácticas discriminatorias: °Las que resultan de acuerdos

                            °Las aplicadas unilateralmente por una empresa que tiene posición dominante en el mercado.

Las disposiciones correspondientes: Artículo 47, sobre Acuerdos contrarios a la libre competencia, numeral 2. Artículo 50, sobre Abuso de posición dominante, numerales 2 y 4.

**Este documento se refiere exclusivamente a la discriminación como una forma de abuso a la posición dominante.

Es importante dejar claro que el concepto de posición dominante es diferente del concepto de monopolio. Según el artículo 45 del Decreto 2153 de 1992 la posición dominante de define como: “La posibilidad de determinar, directa o indirectamente, las condiciones de un mercado.” Un Monopolio siempre tendrá una posición dominante en el mercado PERO no todo agente económico que detenta una posición de dominio es un monopolio.

Los numerales 2 y 4 del artículo 50 del Dto consagran dos formas d abuso de posición dominante por medio de prácticas discriminatorias:

1. Discriminación vertical o abusos de explotación.

“El fabricante de un producto o el proveedor de una materia prima, con una posición de dominio sobre el mercado, decide discriminar en contra de un comprador o un grupo de compradores que están en la siguiente etapa del proceso de producción o distribución del producto, con lo cual pone a los compradores discriminados en una posición de desventaja frente a sus competidores directos” (Miranda).

Los elementos que la configuran según la norma son los siguientes:

· La aplicación de condiciones discriminatorias

· En operaciones equivalentes

· Que las condiciones coloquen a un consumidor en situación desventajosa frente a otro consumidor de condiciones análogas.

· Que las condiciones coloquen a un proveedor en situación desventajosa frente a otro proveedor de condiciones análogas.

En cuanto a lo que se debe entender por una condición discriminatoria la SIC ha determinado que se trata del trato diferencial que no tiene justificación económica razonable y objetiva.

Condiciones análogas: relación de semejanza entre dos o más cosas, situaciones o personas.

Situación desventajosa: perjuicio en relación con otra cosa, persona o situación.

2. Discriminación horizontal o abusos anticompetitivos.

“el fabricante de un producto o el proveedor de una materia prima con posición de dominio en el mercado, decide discriminar en contra de un comprador o un grupo de compradores, con el objeto de sacar a sus competidores del mercado. La empresa monopolista tratará entonces de discriminar contra sus competidores con el objeto de incrementar sus costos y sacarlos del mercado”. (Miranda)

Un abuso anticompetitivo, de conformidad con la norma incorpora los siguientes elementos:

· Una venta, entendida según las disposiciones del Código de Comercio sobre compraventa comercial.

· Que la venta a un comprador se haga “en condiciones diferentes de las que se ofrecen a otro comprador” (entendiendo el precio, forma de pago, calidad del producto, los servicios adicionales que se ofrezcan, el término de garantía, etc)

· La intención del agente económico que realiza la venta sea “disminuir o eliminar la competencia en el mercado”.

Un agente económico detenta una posición dominante cuando (según la SIC): “esté en capacidad de modificar significativamente y unilateralmente el precio, las cantidades ofrecidas o cualquier otra variable significativa para el mercado relevante, siempre que pueda mantener la modificación perdurablemente, porque la reacción de sus competidores, efectivos y/o potenciales, o de los consumidores, no sería suficiente para disuadirlo de realizar tal conducta”.

3.6 CONSECUENCIAS NEGATIVAS DEL MONOPOLIO

· Razones económicas y no económicas, por las cuales se prefieren los mercados competitivos a los de monopolio.

1. No económicas:

· Porque en un mercado competitivo el poder económico se encuentra desconcentrado a diferencia del monopolio en donde hay concentración de riqueza e ingreso.

· En una economía monopolística, no hay diversificación en la toma de decisiones, es decir se deposita el progreso del país y la estabilidad económica en manos de pocos, cosa que si existiera un error de apreciación el efecto sería catastrófico.

· Como consecuencia de la concentración del poder económico, los monopolistas tienen gran influencia política, la cual podrán utilizar para seguir siendo dominantes en el mercado, lo que conllevaría muy probablemente a la corrupción.

2. Económicas (ver 3.5):

· Los monopolistas producen menor cantidad del bien, de la que demanda el mercado.

· Se disminuye el intercambio comercial, ya que se elevan los precios, y los consumidores no compran por la restricción en el ingreso.

· Se da una redistribución del ingreso, en donde el monopolista se apropia de una parte del excedente del consumidor, ya sea vía el precio monopolístico o por medio de la  discriminación.

· La reducción de producción e intercambio generan un coste social que s refleja en la pérdida irrecuperable de parte del excedente del consumidor y del productor.

· Otras desventajas del monopolio:

1. Poca atención se le prestará a la calidad del producto, esto debido a que la demanda es inelástica y a que nadie más produce el bien.

2. Se limitan las alternativas de consumo.

· Como la situación de monopolio es tan atractiva para el resto de los productores (ya que el monopolio es muy rentable), una parte importante de las ganancias del monopolista será utilizada en medidas tendientes a generar barreras de ingreso con el fin de impedir que potenciales competidores entren al mercado.

3.7. Posibles beneficios del monopolio

· La teoría económica también ha justificado la existencia de monopolios, sobre la base de estos argumentos:
1. Posibilidad de desarrollar economías de escala. Estas economías se presentan cuando ante la variación de todos los factores de producción (en la misma proporción) aumenta la producción en mayor proporción. Por ejemplo, si al doblar la cantidad de factores de producción usados se triplica la cantidad producida.
Según Fernando Gaviria Cadavid, los monopolios logran economías a escala porque:

a. Las compañías grandes son más eficientes que las pequeñas, en tanto que las gigantes no lo son ya que pierden eficiencia en relación a una de tamaño grande óptimo.

b. Las diferencias cuantitativas entre los costos promedio en diferentes tamaños de empresas se van reduciendo incrementalmente en cuanto alcanzan un tamaño grande (el óptimo).

2. Existencia de tecnología costosa que sólo puede sostener un monopolista.
3. Capacidad del monopolista para invertir en investigación y desarrollo. Según Joseph Schumpeter, es gracias a la inversión que hacen las grandes empresas en investigación y en desarrollo que se ha logrado la innovación y cambio tecnológico a través de la historia.
Así las pérdidas irrecuperables de eficiencia producida por los mercados monopólicos se verían plenamente compensadas con las ganancias derivadas de las invenciones.

4. Los monopolios naturales, donde es más eficiente que haya un solo productor. La teoría económica convencional reconoce la existencia de monopolios naturales, los cuales surgen porque una única empresa puede ofrecer un bien o un servicio a todo un mercado con menos costes que 2 o más empresas. Un ejemplo de monopolio natural, es el servicio del acueducto, el cual requiere de una inversión inicial muy alta, así, si una empresa quisiera competir en dicho mercado le tocaría realizar una inversión inicial que muy pocos o casi nadie puede realizar.
Los monopolio naturales tienen como consecuencia diferente a los otros monopolios, que a un monopolio natural le preocupa menos la posibilidad de que entren nuevas empresas, y de que se reduzca su poder de monopolio, porque a diferencia de los demás monopolios el natural, se creó de forma natural, porque nadie pudo competir.

3.8 BENEFICIOS DE LA COMPETENCIA

· Según el profesor Ignacio de León, la competencia es un incentivo que estimula a las empresas a comportarse en forma tal, que resultan beneficiados los consumidores y la sociedad en general. El incentivo hace que las empresas se vuelvan más eficientes.

· Es debido a la competencia y a la eficiencia que la apertura de los mercados sea una tendencia natural.

· Según Michael Porter la prosperidad de cualquier Nación depende de la productividad y de la competitividad. De manera que los gobiernos deben buscar lograr eso en sus economías.

· La competitividad de los países determina su capacidad de colocar productos en el mercado mundial y lograr una alta rentabilidad en las transacciones internacionales.

· Finalmente la competencia permite que las empresas latinoamericanas se fortalezcan para competir en el mercado mundial.

CAPITULO 4

Críticas al Derecho de la Competencia

4.1. CRITICA SOCIALDEMOCRATA

· Critican las leyes anti monopólicas

· Las doctrinas socialdemócratas, propenden por una mayor protección de la industria Nacional (lo que necesariamente reduce el nivel de competitividad del mercado). Según esta doctrina, los países en desarrollo no deberían aplicar una política de competencia pues consideran que la eficiencia no puede estar por encima de valores como la equidad.

· Lo mismo explican Samuelson y Nordhaus, para quienes a pesar de que los mercados competitivos generen eficiencia en la asignación de recursos, ello no implica que el laissez faire de una economía sea justa.

· Los siguientes términos ilustran lo anterior:

1. No todo el mundo está dotado del mismo poder adquisitivo. Por tanto, la ponderación de votos monetarios en que se basan las curvas de demanda individuales, puede no parecer justa y equitativa.

2. Un sistema de precios y de mercados puede ser un sistema en el que unas pocas personas tengan la mayor parte de la renta y de la riqueza.

3. Una sociedad no vive solo de la eficiencia, ya que puede decidir alterar el laissez faire, para mejorar la equidad o la justicia de la distribución de la riqueza y la renta (sacrifica la eficiencia para mejorar la equidad).

· Según Ajit Singh y Raúl Dhumales el objetivo de la política de competencia de los países avanzados es demasiado estrecha y estática. Su objetivo consiste primero en promover la eficiencia en la signación y segundo, en la reducción de los precios para los consumidores. Por lo que, según los autores, para aumentar el estándar de vida de los países en desarrollo, estos deben tener como objetivo la promoción del aumento de la productividad a largo plazo.

· Dicen además loa autores anteriormente citados que lo requieren las economías en desarrollo es un nivel óptimo de competencia que reduzca la ineficiencia en el uso de los recursos en un nivel macroeconómico, pro no tanta competencia que disuada la propensión a invertir.

· Lo anterior indica que la competencia económica como derecho individual, no prima sobre otros derechos que las constituciones latinoamericanas han considerado como fundamentales.

4.2. CRITICA DE LA ESCUELA DE CHICAGO

· Las teorías liberales sostenidas por la Escuela de Chicago, han criticado la aplicación de las leyes anti monopólicas.

· Estas teorías (ver capítulo 1) produjeron cambios en las políticas de competencia de USA y en la forma como estas leyes fueron aplicadas por las Cortes.

Esta escuela ha sido criticada por la inconsistencia de sus juicios de valor respecto de las normas antimonopolio y sus teorías sobre Public Choice. Se critica especialmente la premisa según la cual las normas ANTITRUST, como regulación económica, propenden por el interés general, se critica que esta premisa no haya sido analizada rigurosamente como lo ha hecho con otros tipos de regulación económica.
4.3. Critica a la escuela austriaca

A diferencia de las escuelas neoclásicas (escuela de chicago), la escuela austriaca aboga por la libertad económica en su sentido más radical, razón por la cual vela por la abolición de las normas antimonopolio. 

· Competencia: dinámica de rivalidad caracterizada por la innovación permanente.

· Competencia perfecta: la escuela austriaca la distingue según el grado de rivalidad que hay en el mercado.

El autor afirma que al comparar las condiciones reales de un mercado respecto del concepto del mercado perfecto siempre se llega a la conclusión que el mercado es imperfecto y por ende se justifica la intervención del Estado para corregir sus fallas. 

Argumentos de la escuela austriaca en contra de la legislación antimonopolista:

· La intervención del estado en la economía produce un efecto más negativo que la falla que pretende corregir: La regulación del estado siempre está influenciada por un grupo de interés que pretende sacar provecho de las mismas. Así mismo, las reglas anti trust no protege a los consumidores sino que castiga a las empresas grandes para beneficiar a las que son ineficientes.

· Las normas antimonopolio de fundamentan en criterios equívocos: estos conceptos son vagos y se prestan para varias interpretaciones.

· En tercer lugar, dichas normas comportan los efectos contrarios: mayor cooperación y colusión entre los agentes que participan en el mercado. 

CAPITULO 5: Los retos para las autoridades de la competencia en América Latina.

5.1 Evitar la “captura” de la autoridad de la competencia.

Las autoridades de la competencia son influenciadas por diversas fuerzas políticas.

Es necesario evitar la “captura” de la entidad por parte del gobierno o de grupos de presión. 

La legitimidad de la autoridad de la competencia depende de la autonomía para investigar y tomar decisiones y dicha autonomía depende del lugar que ocupe en el gobierno (la mayoría se encuentra en la rama ejecutiva a través de ministerios), su forma de financiación, su forma de tomar decisiones, su forma de nombrar funcionarios y la estabilidad de su personal.

5.2. Incorporar la competencia como un valor social.

Por mucho tiempo el modelo proteccionista produjo empresas ineficientes cuya viabilidad dependía más del gobierno que de la satisfacción de los consumidores. Aquellas empresas que se encuentran protegidas de la competencia terminan recostadas en los privilegios del gobierno volviéndose ineficientes y vulnerables al fenómeno de la captura  de rentas o buscadores  de rentas. 

Así mismo los agentes con poder político terminan influenciando las entidades creadoras de normas en busca de su propio beneficio, de esta forma se premia la influencia política mas no la habilidad para producir y la economía termina siendo poco competitiva. En un mercado de libre competencia influyen factores como la calidad, precio, cantidad, beneficios, y publicidad mientras que en un mercado con fuerte intervención estatal  influyen factores como actos o acuerdos que restringen el comercio o influencias del gobierno para otorgar privilegios a ciertos competidores. 

Hágase notar que aunque el derecho de la competencia busca la eficiencia del mercado y por ende el bienestar de los consumidores, dichas políticas terminan causando un efecto contrario en ciertos sectores volviéndose estos menos eficientes. Una consecuencia de esto es que cuando estos interactúen en otro entorno, no serán capaces de adaptarse a dicha competitividad se verán superados por sus rivales desapareciendo el mercado.

5.3  Reforzar la abogacía por la competencia

La abogacía por la competencia es una función asignada a las autoridades de la competencia la cual debe centrarse en políticas públicas coherentes con los principios de libre influencia y normatividad vigente. 

La política de competencia presupone igualmente coherencia de parte de diferentes autoridades estatales para que sus decisiones reflejen y preserven la transparencia en el mercado. Dichas normas en países que las han adoptado recientemente tienen funciones preventivas y educadoras, es por esta razón que la autoridad debe velar porque los agentes económicos distingan entre acuerdos o conductas legales y aquellas anticompetitivas. 

5.4  Adecuado esquema Sancionatorio 

Las Sanciones deben cumplir con los siguientes presupuestos:

· El monto de la sanción debe ser superior a lo que podría ganar mediante la conducta ilegal

· La posibilidad de ser descubierto debe ser suficientemente probable.

Por otro lado, dichas sanciones tienen tendencia, globalmente, a ser pecuniarias y se considera que el derecho penal moderno no debe imponer penas privativas de la libertad por esta clase de infracciones ya que el derecho penal está reservado para conductas demasiado lesivas para la sociedad. 

Clasificaciones de sistemas sancionatorios:

· Multas fijas: mantienen un valor económico constante. La ventaja es su facilidad de determinación y aplicación  pero su desventaja es que no tiene en cuenta el tamaño de las diferentes empresas.

· Multas variables: estas se calculan en base a los ingresos de los agentes económicos. La ventaja es su proporcionalidad con el tamaño de la empresa y la critica es la dificultad de calcular el valor.

· Mixtos: la multa puede ser fija o variable según el tipo de práctica realizada.

5.5. Globalización económica y la ola de fusiones.

La globalización tiene un impacto directo en el derecho de competencia ya que al aumentarse el número de transacciones empresariales se requiere mayor control por parte de las autoridades de competencia. La apertura del comercio mundial no siempre propicia el aumento de la competencia y la eficiencia sino por el contrario prácticas restrictivas de la competencia por la posición dominante de ciertas empresas en el mercado de varios países. Esto pasa con las megafusiones quienes concentran monopolios mundiales. 

Sin embargo, en Latinoamérica no hay consenso en cuanto al tema de control de las fusiones y hay una doble situación contradictoria: 

· Sin la presión de la competencia no se presentan sectores autosuficientes que alcancen niveles de competitividad mundial.

· Las economías a escala requieren empresas de gran dimensión capaces de operar en mercados mundiales y en los países pequeños y en desarrollo los mercados internos, con bajo poder adquisitivo, no son propicios para dichas economías.

CONVENIO DE MONTREAL DE 1999
CONVENIO PARA LA UNIFICACIÓN DE CIERTAS REGLAS PARA EL TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL
 

Los Estados Partes en el presente Convenio:

Reconociendo la importante contribución del Convenio para la unificación de ciertas reglas relativas al transporte aéreo internacional, firmado en Varsovia el 12 de octubre de 1929, en adelante llamado Convenio de Varsovia, y de otros instrumentos conexos para la armonización del derecho aeronáutico internacional privado;

Reconociendo la necesidad de modernizar y refundir el Convenio de Varsovia y los instrumentos conexos;

Reconociendo la importancia de asegurar la protección de los intereses de los usuarios del transporte aéreo internacional y la necesidad de una indemnización equitativa fundada en el principio de restitución;

Reafirmando la conveniencia de un desarrollo ordenado de las operaciones de transporte aéreo internacional y de la circulación fluida de pasajeros, equipaje y carga conforme a los principios y objetivos del Convenio sobre Aviación Civil Internacional, hecho en Chicago el 7 de diciembre de 1944;

Convencidos de que la acción colectiva de los Estados para una mayor armonización y codificación de ciertas reglas que rigen el transporte aéreo internacional mediante un nuevo convenio es el medio más apropiado para lograr un equilibrio de intereses equitativo;

Han convenido lo siguiente:
 

CAPÍTULO I.
DISPOSICIONES GENERALES.
Artículo 1. Ámbito de aplicación.

1. El presente Convenio se aplica a todo transporte internacional de personas, equipaje o carga efectuado en aeronaves, a cambio de una remuneración. Se aplica igualmente al transporte gratuito efectuado en aeronaves por una empresa de transporte aéreo.

2. Para los fines del presente Convenio, la expresión transporte internacional significa todo transporte en que, conforme a lo estipulado por las partes, el punto de partida y el punto de destino, haya o no interrupción en el transporte o transbordo, están situados, bien en el territorio de dos Estados Partes, bien en el territorio de un solo Estado Parte si se ha previsto una escala en el territorio de cualquier otro Estado, aunque éste no sea un Estado Parte. El transporte entre dos puntos dentro del territorio de un solo Estado Parte, sin una escala convenida en el territorio de otro Estado, no se considerará transporte internacional para los fines del presente Convenio.

3. El transporte que deban efectuar varios transportistas sucesivamente constituirá, para los fines del presente Convenio, un solo transporte cuando las partes lo hayan considerado como una sola operación, tanto si ha sido objeto de un solo contrato como de una serie de contratos, y no perderá su carácter internacional por el hecho de que un solo contrato o una serie de contratos deban ejecutarse íntegramente en el territorio del mismo Estado.

4. El presente Convenio se aplica también al transporte previsto en el Capítulo V, con sujeción a las condiciones establecidas en el mismo.

Artículo 2. Transporte efectuado por el Estado y transporte de envíos postales.

1. El presente Convenio se aplica al transporte efectuado por el Estado o las demás personas jurídicas de derecho público en las condiciones establecidas en el artículo 1.
2. En el transporte de envíos postales, el transportista será responsable únicamente frente a la administración postal correspondiente, de conformidad con las normas aplicables a las relaciones entre los transportistas y las administraciones postales.

3. Salvo lo previsto en el párrafo 2 de este artículo, las disposiciones del presente Convenio no se aplicarán al transporte de envíos postales.

 

CAPÍTULO II.
DOCUMENTACIÓN Y OBLIGACIONES DE LAS PARTES RELATIVAS AL TRANSPORTE DE PASAJEROS, EQUIPAJE Y CARGA.
Artículo 3. Pasajeros y equipaje.

1. En el transporte de pasajeros se expedirá un documento de transporte, individual o colectivo, que contenga: 

a. la indicación de los puntos de partida y destino;

b. si los puntos de partida y destino están situados en el territorio de un solo Estado Parte y se han previsto una o más escalas en el territorio de otro Estado, la indicación de por lo menos una de esas escalas.

2. Cualquier otro medio en que quede constancia de la información señalada en el párrafo 1 podrá sustituir a la expedición del documento mencionado en dicho párrafo. Si se utilizase uno de esos medios, el transportista ofrecerá al pasajero expedir una declaración escrita de la información conservada por esos medios.

3. El transportista entregará al pasajero un talón de identificación de equipaje por cada bulto de equipaje facturado.

4. Al pasajero se le entregará un aviso escrito indicando que cuando sea aplicable el presente Convenio, éste regirá la responsabilidad del transportista por muerte o lesiones, y por destrucción, pérdida o avería del equipaje, y por retraso.

5. El incumplimiento de las disposiciones de los párrafos precedentes no afectará a la existencia ni a la validez del contrato de transporte que, no obstante, quedará sujeto a las reglas del presente Convenio incluyendo las relativas a los límites de responsabilidad.

Artículo 4. Carga.

1. En el transporte de carga, se expedirá una carta de porte aéreo.

2. Cualquier otro medio en que quede constancia del transporte que deba efectuarse podrá sustituir a la expedición de la carta de porte aéreo. Si se utilizasen otros medios, el transportista entregará al expedidor, si así lo solicitara este último, un recibo de carga que permita la identificación del envío y el acceso a la información de la que quedó constancia conservada por esos medios.

Artículo 5. Contenido de la carta de porte aéreo o del recibo de carga.

La carta de porte aéreo o el recibo de carga deberán incluir: 

a. la indicación de los puntos de partida y destino;

b. si los puntos de partida y destino están situados en el territorio de un solo Estado Parte y se han previsto una o más escalas en el territorio de otro Estado, la indicación de por lo menos una de esas escalas; y

c. la indicación del peso del envío.

Artículo 6. Documento relativo a la naturaleza de la carga.

Al expedidor podrá exigírsele, si es necesario para cumplir con las formalidades de aduanas, policía y otras autoridades públicas similares, que entregue un documento indicando la naturaleza de la carga. Esta disposición no crea para el transportista ningún deber, obligación ni responsabilidad resultantes de lo anterior.

Artículo 7. Descripción de la carta de porte aéreo.

1. La carta de porte aéreo la extenderá el expedidor en tres ejemplares originales.

2. El primer ejemplar llevará la indicación para el transportista, y lo firmará el expedidor. El segundo ejemplar llevará la indicación para el destinatario, y lo firmarán el expedidor y el transportista. El tercer ejemplar lo firmará el transportista, que lo entregará al expedidor, previa aceptación de la carga.

3. La firma del transportista y la del expedidor podrán ser impresas o reemplazadas por un sello.

4. Si, a petición del expedidor, el transportista extiende la carta de porte aéreo, se considerará, salvo prueba en contrario, que el transportista ha actuado en nombre del expedidor.

Artículo 8. Documentos para varios bultos.

Cuando haya más de un bulto: 

a. el transportista de la carga tendrá derecho a pedir al expedidor que extienda cartas de porte aéreo separadas;

b. el expedidor tendrá derecho a pedir al transportista que entregue recibos de carga separados cuando se utilicen los otros medios previstos en el párrafo 2 del artículo 4.
Artículo 9. Incumplimiento de los requisitos para los documentos.

El incumplimiento de las disposiciones de los artículos 4 a 8 no afectará a la existencia ni a la validez del contrato de transporte que, no obstante, quedará sujeto a las reglas del presente Convenio, incluso las relativas a los límites de responsabilidad.

Artículo 10. Responsabilidad por las indicaciones inscritas en los documentos.

1. El expedidor es responsable de la exactitud de las indicaciones y declaraciones concernientes a la carga inscritas por él o en su nombre en la carta de porte aéreo, o hechas por él o en su nombre al transportista para que se inscriban en el recibo de carga o para que se incluyan en la constancia conservada por los otros medios mencionados en el párrafo 2 del artículo 4. Lo anterior se aplicará también cuando la persona que actúa en nombre del expedidor es también dependiente del transportista.

2. El expedidor indemnizará al transportista de todo daño que haya sufrido éste, o cualquier otra persona con respecto a la cual el transportista sea responsable, como consecuencia de las indicaciones y declaraciones irregulares, inexactas o incompletas hechas por él o en su nombre.

3. Con sujeción a las disposiciones de los párrafos 1 y 2 de este artículo, el transportista deberá indemnizar al expedidor de todo daño que haya sufrido éste, o cualquier otra persona con respecto a la cual el expedidor sea responsable, como consecuencia de las indicaciones y declaraciones irregulares, inexactas o incompletas inscritas por el transportista o en su nombre en el recibo de carga o en la constancia conservada por los otros medios mencionados en el párrafo 2 del artículo 4.
Artículo 11. Valor probatorio de los documentos.

1. Tanto la carta de porte aéreo como el recibo de carga constituyen presunción, salvo prueba en contrario, de la celebración del contrato, de la aceptación de la carga y de las condiciones de transporte que contengan.

2. Las declaraciones de la carta de porte aéreo o del recibo de carga relativas al peso, las dimensiones y el embalaje de la carga, así como al número de bultos constituyen presunción, salvo prueba en contrario, de los hechos declarados; las indicaciones relativas a la cantidad, el volumen y el estado de la carga no constituyen prueba contra el transportista, salvo cuando éste las haya comprobado en presencia del expedidor y se hayan hecho constar en la carta de porte aéreo o el recibo de carga o que se trate de indicaciones relativas al estado aparente de la carga.

Artículo 12. Derecho de disposición de la carga.

1. El expedidor tiene derecho, a condición de cumplir con todas las obligaciones resultantes del contrato de transporte, a disponer de la carga retirándola del aeropuerto de salida o de destino, o deteniéndola en el curso del viaje en caso de aterrizaje, o haciéndola entregar en el lugar de destino o en el curso del viaje a una persona distinta del destinatario originalmente designado, o pidiendo que sea devuelta al aeropuerto de partida.

El expedidor no ejercerá este derecho de disposición de forma que perjudique al transportista ni a otros expedidores y deberá reembolsar todos los gastos ocasionados por el ejercicio de este derecho.

2. En caso de que sea imposible ejecutar las instrucciones del expedidor, el transportista deberá avisarle inmediatamente.

3. Si el transportista cumple las instrucciones del expedidor respecto a la disposición de la carga sin exigir la presentación del ejemplar de la carta de porte aéreo o del recibo de carga entregado a este último será responsable, sin perjuicio de su derecho a resarcirse del expedidor, del daño que se pudiera causar por este hecho a quien se encuentre legalmente en posesión de ese ejemplar de la carta de porte aéreo o del recibo de carga.

4. El derecho del expedidor cesa en el momento en que comienza el del destinatario, conforme al artículo 13. Sin embargo, si el destinatario rehusa aceptar la carga o si no es hallado, el expedidor recobrará su derecho de disposición.

Artículo 13. Entrega de la carga.

1. Salvo cuando el expedidor haya ejercido su derecho en virtud del artículo 12, el destinatario tendrá derecho, desde la llegada de la carga al lugar de destino, a pedir al transportista que le entregue la carga a cambio del pago del importe que corresponda y del cumplimiento de las condiciones de transporte.

2. Salvo estipulación en contrario, el transportista debe avisar al destinatario de la llegada de la carga, tan pronto como ésta llegue.

3. Si el transportista admite la pérdida de la carga, o si la carga no ha llegado a la expiración de los siete días siguientes a la fecha en que debería haber llegado, el destinatario podrá hacer valer contra el transportista los derechos que surgen del contrato de transporte.

Artículo 14. Ejecución de los derechos del expedidor y del destinatario.

El expedidor y el destinatario podrán hacer valer, respectivamente, todos los derechos que les conceden los artículos 12 y 13, cada uno en su propio nombre, sea en su propio interés, sea en el interés de un tercero, a condición de cumplir las obligaciones que el contrato de transporte impone.

Artículo 15. Relaciones entre el expedidor y el destinatario y relaciones entre terceros.

1. Los artículos 12, 13 y 14 no afectan a las relaciones del expedidor y del destinatario entre sí, ni a las relaciones entre terceros cuyos derechos provienen del expedidor o del destinatario.

2. Las disposiciones de los artículos 12, 13 y 14 sólo podrán modificarse mediante una cláusula explícita consignada en la carta de porte aéreo o en el recibo de carga.

Artículo 16. Formalidades de aduanas, policía u otras autoridades públicas.

1. El expedidor debe proporcionar la información y los documentos que sean necesarios para cumplir con las formalidades de aduanas, policía y cualquier otra autoridad pública antes de la entrega de la carga al destinatario. El expedidor es responsable ante el transportista de todos los daños que pudieran resultar de la falta, insuficiencia o irregularidad de dicha información o de los documentos, salvo que ello se deba a la culpa del transportista, sus dependientes o agentes.

2. El transportista no está obligado a examinar si dicha información o los documentos son exactos o suficientes.

 

CAPÍTULO III.
RESPONSABILIDAD DEL TRANSPORTISTA Y MEDIDA DE LA INDEMNIZACIÓN DEL DAÑO.
Artículo 17. Muerte y lesiones de los pasajeros. Daño del equipaje.

1. El transportista es responsable del daño causado en caso de muerte o de lesión corporal de un pasajero por la sola razón de que el accidente que causó la muerte o lesión se haya producido a bordo de la aeronave o durante cualquiera de las operaciones de embarque o desembarque.

2. El transportista es responsable del daño causado en caso de destrucción, pérdida o avería del equipaje facturado por la sola razón de que el hecho que causó la destrucción, pérdida o avería se haya producido a bordo de la aeronave o durante cualquier período en que el equipaje facturado se hallase bajo la custodia del transportista. Sin embargo, el transportista no será responsable en la medida en que el daño se deba a la naturaleza, a un defecto o a un vicio propios del equipaje. En el caso de equipaje no facturado, incluyendo los objetos personales, el transportista es responsable si el daño se debe a su culpa o a la de sus dependientes o agentes.

3. Si el transportista admite la pérdida del equipaje facturado, o si el equipaje facturado no ha llegado a la expiración de los veintiún días siguientes a la fecha en que debería haber llegado, el pasajero podrá hacer valer contra el transportista los derechos que surgen del contrato de transporte.

4. A menos que se indique otra cosa, en el presente Convenio el término equipaje significa tanto el equipaje facturado como el equipaje no facturado.

Artículo 18. Daño de la carga.

1. El transportista es responsable del daño causado en caso de destrucción o pérdida o avería de la carga, por la sola razón de que el hecho que causó el daño se haya producido durante el transporte aéreo.

2. Sin embargo, el transportista no será responsable en la medida en que pruebe que la destrucción o pérdida o avería de la carga se debe a uno o más de los hechos siguientes: 

a. la naturaleza de la carga, o un defecto o un vicio propios de la misma;

b. el embalaje defectuoso de la carga, realizado por una persona que no sea el transportista o alguno de sus dependientes o agentes;

c. un acto de guerra o un conflicto armado;

d. un acto de la autoridad pública ejecutado en relación con la entrada, la salida o el tránsito de la carga.

3. El transporte aéreo, en el sentido del párrafo 1 de este artículo, comprende el período durante el cual la carga se halla bajo la custodia del transportista.

4. El período del transporte aéreo no comprende ningún transporte terrestre, marítimo ni por aguas interiores efectuado fuera de un aeropuerto. Sin embargo, cuando dicho transporte se efectúe durante la ejecución de un contrato de transporte aéreo, para fines de carga, entrega o transbordo, todo daño se presumirá, salvo prueba en contrario, como resultante de un hecho ocurrido durante el transporte aéreo. Cuando un transportista, sin el consentimiento del expedidor, reemplace total o parcialmente el transporte previsto en el acuerdo entre las partes como transporte aéreo por otro modo de transporte, el transporte efectuado por otro modo se considerará comprendido en el período de transporte aéreo.

Artículo 19. Retraso.

El transportista es responsable del daño ocasionado por retrasos en el transporte aéreo de pasajeros, equipaje o carga. Sin embargo, el transportista no será responsable del daño ocasionado por retraso si prueba que él y sus dependientes y agentes adoptaron todas las medidas que eran razonablemente necesarias para evitar el daño o que les fue imposible, a uno y a otros, adoptar dichas medidas.

Artículo 20. Exoneración.

Si el transportista prueba que la negligencia u otra acción u omisión indebida de la persona que pide indemnización, o de la persona de la que proviene su derecho, causó el daño o contribuyó a él, el transportista quedará exonerado, total o parcialmente, de su responsabilidad con respecto al reclamante, en la medida en que esta negligencia u otra acción u omisión indebida haya causado el daño o contribuido a él. Cuando pida indemnización una persona que no sea el pasajero, en razón de la muerte o lesión de este último, el transportista quedará igualmente exonerado de su responsabilidad, total o parcialmente, en la medida en que pruebe que la negligencia u otra acción u omisión indebida del pasajero causó el daño o contribuyó a él. Este artículo se aplica a todas las disposiciones sobre responsabilidad del presente Convenio, incluso al párrafo 1 del artículo 21.
Artículo 21. Indemnización en caso de muerte o lesiones de los pasajeros.

1. Respecto al daño previsto en el párrafo 1 del artículo 17 que no exceda de 100.000 derechos especiales de giro por pasajero, el transportista no podrá excluir ni limitar su responsabilidad.

2. El transportista no será responsable del daño previsto en el párrafo 1 del artículo 17 en la medida que exceda de 100.000 derechos especiales de giro por pasajero, si prueba que: 

a. el daño no se debió a la negligencia o a otra acción u omisión indebida del transportista o sus dependientes o agentes; o

b. el daño se debió únicamente a la negligencia o a otra acción u omisión indebida de un tercero.

Artículo 22. Límites de responsabilidad respecto al retraso, el equipaje y la carga.

1. En caso de daño causado por retraso, como se especifica en el artículo 19, en el transporte de personas la responsabilidad del transportista se limita a 4.150 derechos especiales de giro por pasajero.

2. En el transporte de equipaje, la responsabilidad del transportista en caso de destrucción, pérdida, avería o retraso se limita a 1.000 derechos especiales de giro por pasajero a menos que el pasajero haya hecho al transportista, al entregarle el equipaje facturado, una declaración especial del valor de la entrega de éste en el lugar de destino, y haya pagado una suma suplementaria, si hay lugar a ello.

En este caso, el transportista estará obligado a pagar una suma que no excederá del importe de la suma declarada, a menos que pruebe que este importe es superior al valor real de la entrega en el lugar de destino para el pasajero.

3. En el transporte de carga, la responsabilidad del transportista en caso de destrucción, pérdida, avería o retraso se limita a una suma de 17 derechos especiales de giro por kilogramo, a menos que el expedidor haya hecho al transportista, al entregarle el bulto, una declaración especial del valor de la entrega de éste en el lugar de destino, y haya pagado una suma suplementaria, si hay lugar a ello. En este caso, el transportista estará obligado a pagar una suma que no excederá del importe de la suma declarada, a menos que pruebe que este importe es superior al valor real de la entrega en el lugar de destino para el expedidor.

4. En caso de destrucción, pérdida, avería o retraso de una parte de la carga o de cualquier objeto que ella contenga, para determinar la suma que constituye el límite de responsabilidad del transportista solamente se tendrá en cuenta el peso total del bulto o de los bultos afectados. Sin embargo, cuando la destrucción, pérdida, avería o retraso de una parte de la carga o de un objeto que ella contiene afecte al valor de otros bultos comprendidos en la misma carta de porte aéreo, o en el mismo recibo o, si no se hubiera expedido ninguno de estos documentos, en la misma constancia conservada por los otros medios mencionados en el párrafo 2 del artículo 4, para determinar el límite de responsabilidad también se tendrá en cuenta el peso total de tales bultos.

5. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 de este artículo no se aplicarán si se prueba que el daño es el resultado de una acción u omisión del transportista o de sus dependientes o agentes, con intención de causar daño, o con temeridad y sabiendo que probablemente causaría daño; siempre que, en caso de una acción u omisión de un dependiente o agente, se pruebe también que éste actuaba en el ejercicio de sus funciones.

6. Los límites prescritos en el artículo 21 y en este artículo no obstarán para que el tribunal acuerde además, de conformidad con su propia ley, una suma que corresponda a todo o parte de las costas y otros gastos de litigio en que haya incurrido el demandante, inclusive intereses. La disposición anterior no regirá cuando el importe de la indemnización acordada, con exclusión de las costas y otros gastos de litigio, no exceda de la suma que el transportista haya ofrecido por escrito al demandante dentro de un período de seis meses contados a partir del hecho que causó el daño, o antes de comenzar el juicio, si la segunda fecha es posterior.

Artículo 23. Conversión de las unidades monetarias.

1. Se considerará que las sumas expresadas en derechos especiales de giro mencionadas en el presente Convenio se refieren al derecho especial de giro definido por el Fondo Monetario Internacional. La conversión de las sumas en las monedas nacionales, en el caso de procedimientos judiciales, se hará conforme al valor de dichas monedas en derechos especiales de giro en la fecha de la sentencia.

El valor, en derechos especiales de giro, de la moneda nacional de un Estado Parte que sea miembro del Fondo Monetario Internacional se calculará conforme al método de valoración aplicado por el Fondo Monetario Internacional para sus operaciones y transacciones, vigente en la fecha de la sentencia. El valor, en derechos especiales de giro, de la moneda nacional de un Estado Parte que no sea miembro del Fondo Monetario Internacional se calculará de la forma determinada por dicho Estado.

2. Sin embargo, los Estados que no sean miembros del Fondo Monetario Internacional y cuya legislación no permita aplicar las disposiciones del párrafo 1 de este artículo podrán declarar, en el momento de la ratificación o de la adhesión o ulteriormente, que el límite de responsabilidad del transportista prescrito en el artículo 21 se fija en la suma de 1.500.000 unidades monetarias por pasajero en los procedimientos judiciales seguidos en sus territorios; 62.500 unidades monetarias por pasajero, con respecto al párrafo 1 del artículo 22; 15.000 unidades monetarias por pasajero, con respecto al párrafo 2 del artículo 22; y 250 unidades monetarias por kilogramo, con respecto al párrafo 3 del artículo 22. Esta unidad monetaria corresponde a sesenta y cinco miligramos y medio de oro con ley de novecientas milésimas. Estas sumas podrán convertirse en la moneda nacional de que se trate en cifras redondas. La conversión de estas sumas en moneda nacional se efectuará conforme a la ley del Estado interesado.

3. El cálculo mencionado en la última oración del párrafo 1 de este artículo y el método de conversión mencionado en el párrafo 2 de este artículo se harán de forma tal que se expresen en la moneda nacional del Estado Parte, en la medida posible, el mismo valor real para las sumas de los artículos 21 y 22 que el que resultaría de la aplicación de las tres primeras oraciones del párrafo 1 de este artículo. Los Estados Partes comunicarán al Depositario el método para hacer el cálculo con arreglo al párrafo 1 de este artículo o los resultados de la conversión del párrafo 2 de este artículo, según sea el caso, al depositar un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación del presente Convenio o de adhesión al mismo y cada vez que haya un cambio respecto a dicho método o a esos resultados.

Artículo 24. Revisión de los límites.

1. Sin que ello afecte a las disposiciones del artículo 25 del presente Convenio, y con sujeción al párrafo 2 que sigue, los límites de responsabilidad prescritos en los artículos 21, 22 y 23 serán revisados por el Depositario cada cinco años, debiendo efectuarse la primera revisión al final del quinto año siguiente a la fecha de entrada en vigor del presente Convenio o, si el Convenio no entra en vigor dentro de los cinco años siguientes a la fecha en que se abrió a la firma, dentro del primer año de su entrada en vigor, con relación a un índice de inflación que corresponda a la tasa de inflación acumulada desde la revisión anterior o, la primera vez, desde la fecha de entrada en vigor del Convenio. La medida de la tasa de inflación que habrá de utilizarse para determinar el índice de inflación será el promedio ponderado de las tasas anuales de aumento o de disminución del índice de precios al consumidor de los Estados cuyas monedas comprenden el derecho especial de giro mencionado en el párrafo 1 del artículo 23.
2. Si de la revisión mencionada en el párrafo anterior resulta que el índice de inflación ha sido superior al 10 %, el Depositario notificará a los Estados Partes la revisión de los límites de responsabilidad. Dichas revisiones serán efectivas seis meses después de su notificación a los Estados Partes. Si dentro de los tres meses siguientes a su notificación a los Estados Partes una mayoría de los Estados Partes registran su desaprobación, la revisión no tendrá efecto y el Depositario remitirá la cuestión a una reunión de los Estados Partes. El Depositario notificará inmediatamente a todos los Estados Partes la entrada en vigor de toda revisión.

3. No obstante el párrafo 1 de este artículo, el procedimiento mencionado en el párrafo 2 de este artículo se aplicará en cualquier momento, siempre que un tercio de los Estados Partes expresen el deseo de hacerlo y con la condición de que el índice de inflación mencionada en el párrafo 1 haya sido superior al 30 % desde la revisión anterior o desde la fecha de la entrada en vigor del presente Convenio si no ha habido una revisión anterior. Las revisiones subsiguientes efectuadas empleando el procedimiento descrito en el párrafo 1 de este artículo se realizarán cada cinco años, contados a partir del final del quinto año siguiente a la fecha de la revisión efectuada en virtud de este párrafo.

Artículo 25. Estipulación sobre los límites.

El transportista podrá estipular que el contrato de transporte estará sujeto a límites de responsabilidad más elevados que los previstos en el presente Convenio, o que no estará sujeto a ningún límite de responsabilidad.

Artículo 26. Nulidad de las cláusulas contractuales.

Toda cláusula que tienda a exonerar al transportista de su responsabilidad o a fijar un límite inferior al establecido en el presente Convenio será nula y de ningún efecto, pero la nulidad de dicha cláusula no implica la nulidad del contrato, que continuará sujeto a las disposiciones del presente Convenio.

Artículo 27. Libertad contractual.

Ninguna de las disposiciones del presente Convenio impedirá al transportista negarse a concertar un contrato de transporte, renunciar a las defensas que pueda invocar en virtud del presente Convenio, o establecer condiciones que no estén en contradicción con las disposiciones del presente Convenio.

Artículo 28. Pagos adelantados.

En caso de accidentes de aviación que resulten en la muerte o lesiones de los pasajeros, el transportista hará, si lo exige su ley nacional, pagos adelantados sin demora, a la persona o personas físicas que tengan derecho a reclamar indemnización a fin de satisfacer sus necesidades económicas inmediatas. Dichos pagos adelantados no constituirán un reconocimiento de responsabilidad y podrán ser deducidos de toda cantidad posteriormente pagada como indemnización por el transportista.

Artículo 29. Fundamento de las reclamaciones.

1. En el transporte de pasajeros, de equipaje y de carga, toda acción de indemnización de daños, sea que se funde en el presente Convenio, en un contrato o en un acto ilícito, sea en cualquier otra causa, solamente podrá iniciarse con sujeción a condiciones y a límites de responsabilidad como los previstos en el presente Convenio, sin que ello afecte a la cuestión de qué personas pueden iniciar las acciones y cuáles son sus respectivos derechos. En ninguna de dichas acciones se otorgará una indemnización punitiva, ejemplar o de cualquier naturaleza que no sea compensatoria.

Artículo 30. Dependientes, agentes. Total de las reclamaciones.

1. Si se inicia una acción contra un dependiente del transportista, por daños a que se refiere el presente Convenio, dicho dependiente o agente, si prueban que actuaban en el ejercicio de sus funciones podrán ampararse en las condiciones y los límites de responsabilidad que puede invocar el transportista en virtud del presente Convenio.

2. El total de las sumas resarcibles del transportista, sus dependientes y agentes, en este caso, no excederá de dichos límites.

3. Salvo por lo que respecta al transporte de carga, las disposiciones de los párrafos 1 y 2 de este artículo no se aplicarán si se prueba que el daño es el resultado de una acción u omisión del dependiente, con intención de causar daño, o con temeridad y sabiendo que probablemente causaría daño.

Artículo 31. Aviso de protesta oportuno.

1. El recibo del equipaje facturado o la carga sin protesta por parte del destinatario constituirá presunción, salvo prueba en contrario, de que los mismos han sido entregados en buen estado y de conformidad con el documento de transporte o la constancia conservada por los otros medios mencionados en el párrafo 2 del artículo 3 y en el párrafo 2 del artículo 4.
2. En caso de avería, el destinatario deberá presentar al transportista una protesta inmediatamente después de haber sido notada dicha avería y, a más tardar, dentro de un plazo de siete días para el equipaje facturado y de catorce días para la carga, a partir de la fecha de su recibo. En caso de retraso, la protesta deberá hacerla a más tardar dentro de veintiún días, a partir de la fecha en que el equipaje o la carga hayan sido puestos a su disposición.

3. Toda protesta deberá hacerse por escrito y darse o expedirse dentro de los plazos mencionados.

4. A falta de protesta dentro de los plazos establecidos, todas las acciones contra el transportista serán inadmisibles, salvo en el caso de fraude de su parte.

Artículo 32. Fallecimiento de la persona responsable.

En caso de fallecimiento de la persona responsable la acción de indemnización de daños se ejercerá, dentro de los límites previstos en el presente Convenio, contra los causahabientes de su sucesión.

Artículo 33. Jurisdicción.

1. Una acción de indemnización de daños deberá iniciarse, a elección del demandante, en el territorio de uno de los Estados Partes, sea ante el tribunal del domicilio del transportista o de su oficina principal, o del lugar en que tiene una oficina por cuyo conducto se ha celebrado el contrato, sea ante el tribunal del lugar de destino.

2. Con respecto al daño resultante de la muerte o lesiones del pasajero, una acción podrá iniciarse ante uno de los tribunales mencionados en el párrafo 1 de este artículo, o en el territorio de un Estado Parte en que el pasajero tiene su residencia principal y permanente en el momento del accidente y hacia y desde el cual el transportista explota servicios de transporte aéreo de pasajeros en sus propias aeronaves o en las de otro transportista con arreglo a un acuerdo comercial, y en que el transportista realiza sus actividades de transporte aéreo de pasajeros desde locales arrendados o que son de su propiedad o de otro transportista con el que tiene un acuerdo comercial.

3. Para los fines del párrafo 2. 

a. acuerdo comercial significa un acuerdo, que no es un contrato de agencia, hecho entre transportistas y relativo a la provisión de sus servicios conjuntos de transporte aéreo de pasajeros;

b. residencia principal y permanente significa la morada fija y permanente del pasajero en el momento del accidente. La nacionalidad del pasajero no será el factor determinante al respecto.

4. Las cuestiones de procedimiento se regirán por la ley del tribunal que conoce el caso.

Artículo 34. Arbitraje.

1. Con sujeción a lo previsto en este artículo, las partes en el contrato de transporte de carga pueden estipular que toda controversia relativa a la responsabilidad del transportista prevista en el presente Convenio se resolverá por arbitraje. Dicho acuerdo se hará por escrito.

2. El procedimiento de arbitraje se llevará a cabo, a elección del reclamante, en una de las jurisdicciones mencionadas en el artículo 33.
3. El árbitro o el tribunal arbitral aplicarán las disposiciones del presente Convenio.

4. Las disposiciones de los párrafos 2 y 3 de este artículo se considerarán parte de toda cláusula o acuerdo de arbitraje, y toda condición de dicha cláusula o acuerdo que sea incompatible con dichas disposiciones será nula y de ningún efecto.

Artículo 35. Plazo para las acciones.

1. El derecho a indemnización se extinguirá si no se inicia una acción dentro del plazo de dos años, contados a partir de la fecha de llegada a destino o la del día en que la aeronave debería haber llegado o la de la detención del transporte.

2. La forma de calcular ese plazo se determinará por la ley del tribunal que conoce el caso.

Artículo 36. Transporte sucesivo.

1. En el caso del transporte que deben efectuar varios transportistas sucesivamente y que esté comprendido en la definición del párrafo 3 del artículo 1, cada transportista que acepte pasajeros, equipaje o carga se someterá a las reglas establecidas en el presente Convenio y será considerado como una de las partes del contrato de transporte en la medida en que el contrato se refiere a la parte del transporte efectuado bajo su supervisión.

2. En el caso de un transporte de esa naturaleza, el pasajero, o cualquier persona que tenga derecho a una indemnización por él, sólo podrá proceder contra el transportista que haya efectuado el transporte durante el cual se produjo el accidente o el retraso, salvo en el caso en que, por estipulación expresa, el primer transportista haya asumido la responsabilidad por todo el viaje.

3. Si se trata de equipaje o carga, el pasajero o el expedidor tendrán derecho de acción contra el primer transportista, y el pasajero o el destinatario que tengan derecho a la entrega tendrán derecho de acción contra el último transportista, y uno y otro podrán, además, proceder contra el transportista que haya efectuado el transporte durante el cual se produjo la destrucción, pérdida, avería o retraso.

Dichos transportistas serán solidariamente responsables ante el pasajero o ante el expedidor o el destinatario.

Artículo 37. Derecho de acción contra terceros.

Ninguna de las disposiciones del presente Convenio afecta a la cuestión de si la persona responsable de daños, de conformidad con el mismo, tiene o no derecho de acción regresiva contra alguna otra persona.

 

CAPÍTULO IV.
TRANSPORTE COMBINADO.
Artículo 38. Transporte combinado.

1. En el caso de transporte combinado efectuado en parte por aire y en parte por cualquier otro medio de transporte, las disposiciones del presente Convenio se aplicarán únicamente al transporte aéreo, con sujeción al párrafo 4 del artículo 18, siempre que el transporte aéreo responda a las condiciones del artículo 1.

2. Ninguna de las disposiciones del presente Convenio impedirá a las partes, en el caso de transporte combinado, insertar en el documento de transporte aéreo condiciones relativas a otros medios de transporte, siempre que las disposiciones del presente Convenio se respeten en lo que concierne al transporte aéreo.

 

CAPÍTULO V.
TRANSPORTE AÉREO EFECTUADO POR UNA PERSONA DISTINTA DEL TRANSPORTISTA CONTRACTUAL.
Artículo 39. Transportista contractual-Transportista de hecho.

Las disposiciones de este capítulo se aplican cuando una persona (en adelante el transportista contractual) celebra como parte un contrato de transporte regido por el presente Convenio con el pasajero o con el expedidor, o con la persona que actúe en nombre de uno u otro, y otra persona (en adelante el transportista de hecho) realiza, en virtud de autorización dada por el transportista contractual, todo o parte del transporte pero sin ser con respecto a dicha parte del transporte un transportista sucesivo en el sentido del presente Convenio. Dicha autorización se presumirá, salvo prueba en contrario.

Artículo 40. Responsabilidades respectivas del transportista contractual y del transportista de hecho.

Si un transportista de hecho realiza todo o parte de un transporte que, conforme al contrato a que se refiere el artículo 39, se rige por el presente Convenio, tanto el transportista contractual como el transportista de hecho quedarán sujetos, excepto lo previsto en este capítulo, a las disposiciones del presente Convenio, el primero con respecto a todo el transporte previsto en el contrato, el segundo solamente con respecto al transporte que realiza.

Artículo 41. Responsabilidad mutua.

1. Las acciones y omisiones del transportista de hecho y de sus dependientes y agentes, cuando éstos actúen en el ejercicio de sus funciones, se considerarán también, con relación al transporte realizado por el transportista de hecho, como acciones y omisiones del transportista contractual.

2. Las acciones y omisiones del transportista contractual y de sus dependientes y agentes, cuando éstos actúen en el ejercicio de sus funciones se considerarán también, con relación al transporte realizado por el transportista de hecho, como del transportista de hecho. Sin embargo, ninguna de esas acciones u omisiones someterá al transportista de hecho a una responsabilidad que exceda de las cantidades previstas en los artículos 21, 22, 23 y 24. Ningún acuerdo especial por el cual el transportista contractual asuma obligaciones no impuestas por el presente Convenio, ninguna renuncia de derechos o defensas establecidos por el Convenio y ninguna declaración especial de valor prevista en el artículo 21 afectarán al transportista de hecho, a menos que éste lo acepte.

Artículo 42. Destinatario de las protestas e instrucciones.

Las protestas e instrucciones que deban dirigirse al transportista en virtud del presente Convenio tendrán el mismo efecto, sean dirigidas al transportista contractual sean dirigidas al transportista de hecho. Sin embargo, las instrucciones mencionadas en el artículo 12 sólo surtirán efecto si son dirigidas al transportista contractual.

Artículo 43. Dependientes y agentes.

Por lo que respecta al transporte realizado por el transportista de hecho, todo dependiente o agente de éste o del transportista contractual tendrán derecho, si prueban que actuaban en el ejercicio de sus funciones, a invocar las condiciones y los límites de responsabilidad aplicables, en virtud del presente Convenio al transportista del cual son dependiente o agente, a menos que se pruebe que habían actuado de forma que no puedan invocarse los límites de responsabilidad de conformidad con el presente Convenio.

Artículo 44. Total de la indemnización.

Por lo que respecta al transporte realizado por el transportista de hecho, el total de las sumas resarcibles de este transportista y del transportista contractual, y de los dependientes y agentes de uno y otro que hayan actuado en el ejercicio de sus funciones, no excederá de la cantidad mayor que pueda obtenerse de cualquiera de dichos transportistas en virtud del presente Convenio, pero ninguna de las personas mencionadas será responsable por una suma más elevada que los límites aplicables a esa persona.

Artículo 45. Destinatario de las reclamaciones.

Por lo que respecta al transporte realizado por el transportista de hecho, la acción de indemnización de daños podrá iniciarse, a elección del demandante, contra dicho transportista o contra el transportista contractual o contra ambos, conjunta o separadamente. Si se ejerce la acción únicamente contra uno de estos transportistas, éste tendrá derecho a traer al juicio al otro transportista, rigiéndose el procedimiento y sus efectos por la ley del tribunal que conoce el caso.

Artículo 46. Jurisdicción adicional.

Toda acción de indemnización de daños prevista en el artículo 45 deberá iniciarse, a elección del demandante, en el territorio de uno de los Estados Partes ante uno de los tribunales en que pueda entablarse una acción contra el transportista contractual, conforme a lo previsto en el artículo 33, o ante el tribunal en cuya jurisdicción el transportista de hecho tiene su domicilio o su oficina principal.

Artículo 47. Nulidad de las cláusulas contractuales.

Toda cláusula que tienda a exonerar al transportista contractual o al transportista de hecho de la responsabilidad prevista en este capítulo o a fijar un límite inferior al aplicable conforme a este Capítulo será nula y de ningún efecto, pero la nulidad de dicha cláusula no implica la nulidad del contrato, que continuará sujeto a las disposiciones de este capítulo.

Artículo 48. Relaciones entre el transportista contractual y el transportista de hecho.

Excepto lo previsto en el artículo 45, ninguna de las disposiciones de este capítulo afectará a los derechos y obligaciones entre los transportistas, incluido todo derecho de acción regresiva o de indemnización.

 

CAPÍTULO VI.
OTRAS DISPOSICIONES.
Artículo 49. Aplicación obligatoria.

Toda cláusula del contrato de transporte y todos los acuerdos particulares concertados antes de que ocurra el daño, por los cuales las partes traten de eludir la aplicación de las reglas establecidas en el presente Convenio, sea decidiendo la ley que habrá de aplicarse, sea modificando las reglas relativas a la jurisdicción, serán nulos y de ningún efecto.

Artículo 50. Seguro.

Los Estados Partes exigirán a sus transportistas que mantengan un seguro adecuado que cubra su responsabilidad en virtud del presente Convenio. El Estado Parte hacia el cual el transportista explota servicios podrá exigirle a éste que presente pruebas de que mantiene un seguro adecuado, que cubre su responsabilidad en virtud del presente Convenio.

Artículo 51. Transporte efectuado en circunstancias extraordinarias.

Las disposiciones de los artículos 3 a 5, 7 y 8, relativas a la documentación del transporte, no se aplicarán en el caso de transportes efectuados en circunstancias extraordinarias que excedan del alcance normal de las actividades del transportista.

Artículo 52. Definición de días.

Cuando en el presente Convenio se emplea el término días se trata de días del calendario y no de días de trabajo.

 

CAPÍTULO VII.
CLÁUSULAS FINALES.
Artículo 53. Firma, ratificación y entrada en vigor.

1. El presente Convenio estará abierto en Montreal el 28 de mayo de 1999, a la firma de los Estados participantes en la Conferencia internacional de derecho aeronáutico, celebrada en Montreal del 10 al 28 de mayo de 1999. Después del 28 de mayo de 1999, el Convenio estará abierto a la firma de todos los Estados en la Sede de la Organización de Aviación Civil Internacional, en Montreal, hasta su entrada en vigor de conformidad con el párrafo 6 de este artículo.

2. El presente Convenio estará igualmente abierto a la firma de organizaciones regionales de integración económica. Para los fines del presente Convenio organización regional de integración económica significa cualquier organización constituida por Estados soberanos de una región determinada, que tenga competencia con respecto a determinados asuntos regidos por el Convenio y haya sido debidamente autorizada a firmar y a ratificar, aceptar, aprobar o adherirse al presente Convenio. La referencia a Estado Parte o Estados Partes en el presente Convenio, con excepción del párrafo 2 del artículo 1, el apartado b del párrafo 1 del artículo 3, el apartado b del artículo 5, los artículos 23, 33, 46 y el apartado b del artículo 57, se aplica igualmente a una organización regional de integración económica. Para los fines del artículo 24, las referencias a una mayoría de los Estados Partes y un tercio de los Estados Partes no se aplicará a una organización regional de integración económica.

3. El presente Convenio estará sujeto a la ratificación de los Estados y organizaciones regionales de integración económica que lo hayan firmado.

4. Todo Estado u organización regional de integración económica que no firme el presente Convenio podrá aceptarlo, aprobarlo o adherirse a él en cualquier momento.

5. Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se depositarán ante la organización de Aviación Civil Internacional, designada en el presente como Depositario.

6. El presente Convenio entrará en vigor el sexagésimo día a contar de la fecha de depósito del trigésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión ante el Depositario entre los Estados que hayan depositado ese instrumento. Un instrumento depositado por una organización regional de integración económica no se tendrá en cuenta para los fines de este párrafo.

7. Para los demás Estados y otras organizaciones regionales de integración económica, el presente Convenio surtirá efecto sesenta días después de la fecha de depósito de sus instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

8. El Depositario notificará inmediatamente a todos los signatarios y Estados Partes: 

a. cada firma del presente Convenio y la fecha correspondiente;

b. el depósito de todo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión y la fecha correspondiente;

c. la fecha de entrada en vigor del presente Convenio;

d. la fecha de entrada en vigor de toda revisión de los límites de responsabilidad establecidos en virtud del presente Convenio;

e. toda denuncia efectuada en virtud del artículo 54.
Artículo 54. Denuncia.

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Convenio mediante notificación por escrito dirigida al Depositario.

2. La denuncia surtirá efecto ciento ochenta días después de la fecha en que el Depositario reciba la notificación.

Artículo 55. Relación con otros instrumentos del Convenio de Varsovia.

El presente Convenio prevalecerá sobre toda regla que se aplique al transporte aéreo internacional: 

1. Entre los Estados Partes en el presente Convenio debido a que esos Estados son comúnmente Partes de:

a. el Convenio para la unificación de ciertas reglas relativas al transporte aéreo internacional firmado en Varsovia el 12 de octubre de 1929 (en adelante llamado el Convenio de Varsovia);

b. el Protocolo que modifica el Convenio para la unificación de ciertas reglas relativas al transporte aéreo internacional firmado en Varsovia el 12 de octubre de 1929, hecho en La Haya el 28 de septiembre de 1955 (en adelante llamado el Protocolo de La Haya);

c. el Convenio complementario del Convenio de Varsovia, para la unificación de ciertas reglas relativas al transporte aéreo internacional realizado por quien no sea el transportista contractual firmado en Guadalajara el 18 de septiembre de 1961 (en adelante llamado el Convenio de Guadalajara);

d. el Protocolo que modifica el Convenio para la unificación de ciertas reglas relativas al transporte aéreo internacional firmado en Varsovia, el 12 de octubre de 1929 modificado por el Protocolo hecho en La Haya el 28 de septiembre de 1955, firmado en la ciudad de Guatemala el 8 de marzo de 1971 (en adelante llamado el Protocolo de la ciudad de Guatemala);

e. los Protocolos adicionales números 1 a 3 y el Protocolo de Montreal número 4 que modifican el Convenio de Varsovia modificado por el Protocolo de La Haya o el Convenio de Varsovia modificado por el Protocolo de La Haya y el Protocolo de la ciudad de Guatemala firmados en Montreal el 25 de septiembre de 1975 (en adelante llamados los Protocolos de Montreal); o

2. dentro del territorio de cualquier Estado Parte en el presente Convenio debido a que ese Estado es Parte en uno o más de los instrumentos mencionados en los apartados a a e anteriores.

Artículo 56. Estados con más de un sistema jurídico.

1. Si un Estado tiene dos o más unidades territoriales en las que son aplicables diferentes sistemas jurídicos con relación a cuestiones tratadas en el presente Convenio dicho Estado puede declarar en el momento de la firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión que el presente Convenio se extenderá a todas sus unidades territoriales o únicamente a una o más de ellas y podrá modificar esta declaración presentando otra declaración en cualquier otro momento.

2. Esas declaraciones se notificarán al Depositario e indicarán explícitamente las unidades territoriales a las que se aplica el Convenio.

3. Respecto a un Estado Parte que haya hecho esa declaración: 

a. las referencias a moneda nacional en el artículo 23 se interpretarán como que se refieren a la moneda de la unidad territorial pertinente de ese Estado; y

b. la referencia en el artículo 28 a la ley nacional se interpretará como que se refiere a la Ley de la unidad territorial pertinente de ese Estado.

Artículo 57. Reservas.

No podrá formularse ninguna reserva al presente Convenio, salvo que un Estado Parte podrá declarar en cualquier momento, mediante notificación dirigida al Depositario, que el presente Convenio no se aplicará: 

a. al transporte aéreo internacional efectuado directamente por ese Estado Parte con fines no comerciales respecto a sus funciones y obligaciones como Estado soberano; ni

b. al transporte de personas, carga y equipaje efectuado para sus autoridades militares en aeronaves matriculadas en ese Estado Parte, o arrendadas por éste, y cuya capacidad total ha sido reservada por esas autoridades o en nombre de las mismas.

En testimonio de lo cual los plenipotenciarios que suscriben, debidamente autorizados, firman el presente Convenio.

Hecho en Montreal el día veintiocho de mayo de mil novecientos noventa y nueve en español, árabe, chino, francés, inglés y ruso, siendo todos los textos igualmente auténticos. El presente Convenio quedará depositado en los archivos de la Organización de Aviación Civil Internacional y el Depositario enviará copias certificadas del mismo a todos los Estados Partes en el presente Convenio, así como también a todos los Estados Partes en el Convenio de Varsovia, el Protocolo de La Haya, el Convenio de Guadalajara, el Protocolo de la ciudad de Guatemala y los Protocolos de Montreal.

ESTADOS PARTE
	Estado
	Fecha de la firma
	Fecha de depósito del instrumento de ratificación, aceptación (A), aprobación (AA) o adhesión (a)
	Fecha de entrada en vigor

	Alemania (1) (12)
	28-05-99
	29-04-04
	28-06-04

	Arabia Saudita
	28-05-99
	15-10-03
	14-12-03

	Austria (10)
	 
	29-04-04 (a)
	28-06-04

	Bahamas
	28-05-99
	 
	 

	Bahrein
	 
	02-02-01 (a)
	04-11-03

	Bangladesh
	28-05-99
	 
	 

	Barbados
	 
	02-01-02 (a)
	04-11-03

	Bélgica (1)
	28-05-99
	29-04-04
	28-06-04

	Belice
	28-05-99
	24-08-99
	04-11-03

	Benin
	28-05-99
	30-03-04
	29-05-04

	Bolivia
	28-05-99
	 
	 

	Botswana
	 
	28-03-01 (a)
	04-11-03

	Brasil
	03-08-99
	 
	 

	Bulgaria
	 
	10-11-03 (a)
	09-01-04

	Burkina Faso
	28-05-99
	 
	 

	Camboya
	28-05-99
	 
	 

	Camerún
	27-09-01
	05-09-03
	04-11-03

	Canadá (6)
	01-10-01
	19-11-02
	04-11-03

	Chile
	28-05-99
	 
	 

	China
	28-05-99
	 
	 

	Chipre
	 
	20-11-02 (a)
	04-11-03

	Colombia
	15-12-99
	28-03-03
	04-11-03

	Costa Rica
	20-12-99
	 
	 

	Côte d'Ivoire
	28-05-99
	 
	 

	Cuba
	28-05-99
	 
	 

	Dinamarca (1) (11)
	28-05-99
	29-04-04
	28-06-04

	Emiratos Árabes Unidos
	 
	07-07-00 (a)
	04-11-03

	Eslovaquia
	28-05-99
	11-10-00
	04-11-03

	Eslovenia
	28-05-99
	27-03-02
	04-11-03

	España
	14-01-00
	29-04-04
	28-06-04

	Estados Unidos (7)
	28-05-99
	05-09-03
	04-11-03

	Estonia
	04-02-02
	10-04-03
	04-11-03

	Finlandia (4)
	09-12-99
	29-04-04
	28-06-04

	Francia (1)
	28-05-99
	29-04-04
	28-06-04

	Gabón
	28-05-99
	 
	 

	Gambia
	 
	10-03-04
	09-05-04

	Ghana
	28-05-99
	 
	 

	Grecia (1)
	28-05-99
	22-07-02
	04-11-03

	Irlanda (1)
	16-08-00
	29-04-04
	28-06-04

	Islandia
	28-05-99
	 
	 

	Italia (1)
	28-05-99
	29-04-04
	28-06-04

	Jamaica
	28-05-99
	 
	 

	Japón (8)
	 
	20-06-00 (A)
	04-11-03

	Jordania
	05-10-00
	12-04-02
	04-11-03

	Kenya
	28-05-99
	07-01-02
	04-11-03

	Kuwait
	28-05-99
	11-06-02
	04-11-03

	La ex República Yugoslava de Macedonia
	 
	15-05-00 (a)
	04-11-03

	Lituania
	28-05-99
	 
	 

	Luxemburgo (2)
	29-02-00
	29-04-04
	28-06-04

	Madagascar
	28-05-99
	 
	 

	Malta
	28-05-99
	 
	 

	Mauricio
	28-05-99
	 
	 

	México
	28-05-99
	20-11-00
	04-11-03

	Mónaco
	28-05-99
	 
	 

	Mozambique
	28-05-99
	 
	 

	Namibia
	28-05-99
	27-10-01
	04-11-03

	Níger
	28-05-99
	 
	 

	Nigeria
	28-05-99
	10-05-02
	04-11-03

	Nueva Zelandia (5)
	13-07-01
	18-11-02
	04-11-03

	Países Bajos
	30-12-99
	29-04-04
	28-06-04

	Pakistán
	28-05-99
	 
	 

	Panamá
	28-05-99
	13-09-02
	04-11-03

	Paraguay
	17-03-00
	29-03-01
	04-11-03

	Perú
	02-09-99
	11-04-02
	04-11-03

	Polonia
	28-05-99
	 
	 

	Portugal (1)
	28-05-99
	28-02-03
	04-11-03

	Reino Unido (1)
	28-05-99
	29-04-04
	28-06-04

	República Árabe Siria
	 
	18-07-02 (a)
	04-11-03

	República Centroafricana
	25-09-01
	 
	 

	República Checa (3)
	28-05-99
	16-11-00
	04-11-03

	República Dominicana
	28-05-99
	 
	 

	República Unida de Tanzania
	 
	11-02-03 (a)
	04-11-03

	Rumania
	18-11-99
	20-03-01
	04-11-03

	San Vicente y las Granadinas
	 
	29-03-04 (a)
	28-05-04

	Senegal
	28-05-99
	 
	 

	Sudáfrica
	28-05-99
	 
	 

	Sudán
	28-05-99
	 
	 

	Suecia (1)
	27-08-99
	29-04-04
	28-06-04

	Suiza
	28-05-99
	 
	 

	Swazilandia
	28-05-99
	 
	 

	Togo
	28-05-99
	 
	 

	Tonga
	 
	20-11-03 (a)
	19-01-04

	Turquía
	28-05-99
	 
	 

	Uruguay
	09-06-99
	 
	 

	Zambia
	28-05-99
	 
	 

	Organizaciones regionales de integración económica:
	 
	 
	 

	Comunidad Europea (9)
	09-12-99
	29-04-04 (AA)
	28-06-04


(1) A la firma del Convenio, este Estado, Estado miembro de la Comunidad Europea, declaró que de conformidad con el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, la Comunidad tiene competencia para adoptar medidas en ciertas cuestiones regidas por el Convenio.
(2) El 3 de octubre de 2000, la OACI recibió de Luxemburgo la declaración siguiente (original en francés): El Gran Ducado de Luxemburgo, Estado miembro de la Comunidad Europea, declara que, de conformidad con el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, la Comunidad tiene competencia para adoptar medidas en ciertas cuestiones regidas por el Convenio.
(3) Al depositar su instrumento de ratificación, la República Checa notificó a la OACI que como miembro del Fondo Monetario Internacional (la República Checa) procederá de conformidad con el párrafo 1 del Artículo 23 del Convenio.
(4) Mediante una nota de fecha 13 de julio de 2000, Finlandia transmitió una declaración de fecha 7 de julio de 2000 firmada por el Ministerio de Comercio Exterior, en la que se incluye el texto citado en la nota 1 anterior.
(5) Al depositar su instrumento de adhesión (considerado instrumento de ratificación), Nueva Zelandia declaró que esta adhesión se extenderá a Tokelau.
(6) Al ratificar el Convenio, Canadá efectuó la siguiente declaración: Canadá declara, de conformidad con el artículo 57 del Convenio para la unificación de ciertas reglas para el transporte aéreo internacional, hecho en Montreal el 28 de mayo de 1999 y firmado por Canadá el 1 de octubre de 2001, que el Convenio no se aplicará al transporte de personas, carga y equipaje efectuado para sus autoridades militares en aeronaves matriculadas en Canadá, o arrendadas por Canadá, y cuya capacidad total haya sido reservada por esas autoridades o en nombre de las mismas Artículo 57.b.
(7) En el instrumento de ratificación de los Estados Unidos figura la siguiente declaración: En virtud del artículo 57 del Convenio, los Estados Unidos de América declaran que el Convenio no se aplicará al transporte internacional aéreo realizado y operado directamente por los Estados Unidos de América con fines no comerciales respecto a las funciones y obligaciones de los Estados Unidos de América como Estado soberano.
(8) Por Nota de fecha 24 de octubre de 2003 firmada por el Ministro de Relaciones Exteriores, Japón comunicó a la OACI que de conformidad con el artículo 57.a del Convenio para la unificación de ciertas reglas para el transporte aéreo internacional, hecho en Montreal el 28 de mayo de 1999, el Gobierno del Japón declara que este Convenio no se aplicará al transporte aéreo internacional efectuado directamente por el Gobierno del Japón con fines no comerciales respecto a sus funciones y obligaciones como Estado soberano.
(9) En el instrumento de aprobación de la Comunidad Europea figura la siguiente declaración:
Declaración relativa a las competencias de la Comunidad Europea con respecto a los asuntos regulados por el Convenio de 28 de mayo de 1999 para la unificación de ciertas reglas para el transporte aéreo internacional (Convenio de Montreal). 
1. El Convenio de Montreal establece que pueden ser Partes en él las organizaciones regionales de integración económica constituidas por Estados soberanos de una región determinada, que tengan competencia con respecto a determinados asuntos regidos por el Convenio.
2. Los actuales Estados miembros de la Comunidad Europea son el Reino de Bélgica, el Reino de Dinamarca, la República Federal de Alemania, la República Helénica, el Reino de España, la República Francesa, Irlanda, la República Italiana, el Gran Ducado de Luxemburgo, el Reino de los Países Bajos, la República de Austria, la República Portuguesa, la República de Finlandia, el Reino de Suecia y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.
3. La presente Declaración no es aplicable en los territorios de los Estados miembros en los que no es aplicable el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y se entenderá sin perjuicio de los actos o posiciones que puedan adoptar al amparo del Convenio de los Estados miembros de que se trate en nombre de dichos territorios y en su interés.
4. Con respecto a los asuntos objeto del Convenio, los Estados miembros de la Comunidad Europea han transferido la competencia a la Comunidad en relación con la responsabilidad por daños sufridos en caso de muerte o lesión corporal de un pasajero. Los Estados miembros han transferido asimismo la competencia en relación con la responsabilidad por los daños causados por los retrasos y en caso de destrucción, pérdida, avería o retraso en el transporte del equipaje. Por consiguiente, en este ámbito corresponde a la Comunidad adoptar las reglas y reglamentos pertinentes (que los Estados miembros aplican) y figura entre sus competencias la de asumir compromisos externos con terceros Estados u organizaciones competentes *.
5. El ejercicio de las competencias que los Estados miembros han transferido a la Comunidad en virtud del Tratado CE puede, por su naturaleza, estar sujeto a una evolución continua. En el marco del Tratado, las instituciones competentes pueden tomar decisiones que determinen el alcance de la competencia de la Comunidad Europea. Así pues, ésta se reserva el derecho de modificar la presente declaración en consecuencia, sin que ello constituya una condición previa para el ejercicio de sus competencias en los asuntos regulados por el Convenio de Montreal.
* Fuentes: 
1. Reglamento (CE) nº 2027/97, del Consejo, de 9 de octubre de 1997 sobre la responsabilidad de las compañías aéreas en caso de accidente, Diario Oficial de la Unión Europea, L 285, de 17.10.1997, p. 1;
2. Reglamento (CE) nº 889/2002 por el que se modifica el Reglamento (CE) nº 2027/97, del Consejo, sobre la responsabilidad de las compañías aéreas en caso de accidente, Diario Oficial de la Unión Europea, L 140, de 30.5.2002, p. 2.
(10) En el instrumento de adhesión de Austria figura la siguiente declaración: La República de Austria declara que, de conformidad con el artículo 57 del Convenio para la unificación de ciertas reglas para el transporte aéreo internacional, hecho en Montreal el 28 de mayo de 1999, que el Convenio no se aplicará: 
a. al transporte aéreo internacional efectuado directamente por la República de Austria con fines no comerciales respecto a sus funciones y obligaciones como Estado soberano;
b. al transporte de personas, carga y equipaje efectuado para sus autoridades militares en aeronaves matriculadas en la República de Austria, o arrendadas por ésta, y cuya capacidad total ha sido reservada por esas autoridades o en nombre de las mismas.
(11) En el instrumento de ratificación de Dinamarca figura una declaración que hasta que se tome una decisión posterior, el Convenio no se aplicará a las islas Faroe.
(12) El instrumento de ratificación de Alemania tenía adjunto la siguiente declaración:
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 57 del Convenio para la unificación de ciertas reglas para el transporte aéreo internacional, hecho en Montreal el 28 de mayo de 1999, la República Federal de Alemania declara que este Convenio no se aplicará al transporte aéreo internacional efectuado directamente por la República Federal de Alemania con fines no comerciales respecto a sus funciones como Estado soberano ni al transporte de personas, carga y equipaje efectuado para sus autoridades militares en aeronaves matriculadas en la República Federal de Alemania o arrendadas por la República Federal de Alemania, y cuya capacidad total ha sido reservada por las autoridades alemanas o en nombre de las mismas.
El presente Convenio entró en vigor de forma general el 4 de noviembre de 2003 y para España entrará en vigor el 28 de junio de 2004, de conformidad con lo establecido en su artículo 53, párrafos 6 y 7.
Lo que se hace público para conocimiento general.

Madrid, 11 de mayo de 2004.

� Todo esto está constatado en los artículos 2, 3 y 4 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, para mayor información consulte el siguiente link: 


http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/ttce.html





� Substantially lessening competition.


� Que por cierto son los profesores, así que OJO.


� Esto se refleja en que antes el derecho de la competencia no se dictaba en las universidades y ahora sí.


� Copiado idéntico.





